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__________________________________________________________________ 
 
PRESIDENCIA: C. Dip. Pedro José Flota Alcocer. 
 
SECRETARÍA:  C. Dip. Maritza Aracelly Medina Díaz. 
__________________________________________________________________ 
 
 
PRESIDENTE:  Buenas tardes. 

 
Diputada Secretaria, dé a conocer los asuntos a tratar en esta 
sesión. 

 
SECRETARIA:  Diputado Presidente, me permito dar a conocer el orden  del día 

de esta sesión, siendo este el siguiente: 
 

SESIÓN No. 7 DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE DEL 
SEGUNDO RECESO DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO 
CONSTITUCIONAL. 
 
FECHA: 6 DE JULIO DE 2015.  
 
HORA:   12:00 
 
ORDEN DEL DIA: 
 
1.- Pase de lista de asistencia. 
 
2.- Instalación de la sesión. 
 
3.- Lectura del acta de la sesión anterior; para su aprobación, 

en su caso. 
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4.- Lectura del Escrito suscrito por el ciudadano Fidel Gabriel 
Villanueva Rivero, en su carácter de Presidente del Tribunal 
Superior de justicia mediante el cual comunica la conclusión 
de su encargo como magistrado de número y solicita se dé 
inicio al procedimiento de reelección. 

 
5.-  Lectura de la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones del Código 
Civil, Código de Procedimientos Civiles, ambos para el 
Estado Libre y Soberano de Quintana Roo y de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, 
presentada por los Diputados Berenice Penélope Polanco 
Córdova, Presidenta de la Comisión de Justicia y Juan Luis 
Carrillo Soberanis, Presidente de la Comisión de Hacienda, 
Presupuesto y Cuenta.   

 
6.-  Lectura de la Iniciativa de Decreto por el que se reforman 

los artículos 45 y 46 y las fracciones I y II del artículo 62 del 
Código Penal; se adiciona un párrafo segundo al artículo 67 
y se deroga el artículo 166 del  Código de Procedimientos 
Penales, ambos ordenamientos vigentes para el Estado  
Libre y Soberano de Quintana Roo, presentada por los 
Diputados Berenice Penélope Polanco Córdova, Presidenta 
de la Comisión de Justicia y Juan Luis Carrillo Soberanis, 
Presidente de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y 
Cuenta.   

 
7.-  Clausura de la sesión. 
  

DIPUTADO PRESIDENTE:                DIPUTADA  SECRETARIA: 
 

C. PEDRO JOSÉ FLOTA ALCOCER.      PROFRA. MARITZA ARACELLY MEDINA DÍAZ. 
 
SECRETARIA:  Es cuanto, Diputado Presidente. 
 
PRESIDENTE:  Diputada Secretaria, sírvase dar cumplimiento al primer punto 

del orden del día. 
 
SECRETARIA:  El primer punto del orden del día es el pase de lista de 

asistencia. 
 

Diputados Asistencia Inasistencia 
DIP.  PEDRO JOSÉ FLOTA ALCOCER  SI  
DIP. JUAN MANUEL HERRERA SI  
DIP. JUDITH RODRIGUEZ VILLANUEVA   SI  
DIP. JUAN CARLOS HUCHIM SERRALTA SI  
DIP. PERLA CECILIA TUN PECH  SI  
DIP. MARITZA ARACELLY MEDINA DIAZ SI  
DIP. EMILIO JIMENEZ ANCONA  JUSTIFICA 
   



Sesión 7 del 06  de  julio  de 2015                        Diario de los Debates 4 
 

 

 
SECRETARIA:  Diputado Presidente, le informo la asistencia de 6 Diputados a 

esta Sesión de la Diputación Permanente. 
 
PRESIDENTE:  Diputada Secretaria, sírvase justificar la inasistencia del 

Diputado Emilio Jiménez Ancona, por encontrarse realizando 
tareas inherentes a su cargo. 

 
Habiendo quórum, se instala la Sesión No. 7 de la Diputación 
Permanente, siendo las 12:12 horas del día lunes 6 de julio de 
2015. 
 
Diputada Secretaria, continúe con el siguiente punto. 

 
SECRETARIA:  El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de la 

sesión anterior, celebrada el día 29 de junio de 2015; para su 
aprobación, en su caso. 
 
(Lee acta). 
 
“Año 2015, 40 Aniversario de la Promulgación de la 
Constitución Política del  Estado Libre y Soberano de Quintana 
Roo”. 
 
ACTA DE LA SESIÓN No. 6 DE LA DIPUTACIÓN 
PERMANENTE DEL SEGUNDO RECESO DEL SEGUNDO 
AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL, CELEBRADA EL 
DÍA 29 DE JUNIO DE 2015. 
 
En la Ciudad de Chetumal, Capital del Estado de Quintana Roo, 
a los 29 días del mes de junio del año 2015, reunidos en la 
Sala de Juntas “Constituyentes de 1974” del Poder Legislativo, 
bajo la Presidencia del Diputado Pedro José Flota Alcocer, 
se dio inicio a la sesión con el siguiente orden del día:------------- 
1.-   Pase de lista de asistencia.-------------------------------------------- 
2.- Instalación de la sesión.------------------------------------------------ 
3.- Lectura del acta de la sesión anterior; para su aprobación, 
en su caso.---------------------------------------------------------------------- 
4.-   Lectura de la correspondencia recibida.-------------------------
5.-   Clausura de la sesión.-------------------------------------------------- 
Una vez pasado lista de asistencia y verificado el quórum, el 
Diputado Secretario informo la asistencia de 5 Diputados 
integrantes de la Diputación Permanente; por lo cual el 
Diputado Presidente instruyó se justifique la inasistencia de la 
Diputada Perla Cecilia Tun Pech y del Diputado Juan Carlos 
Huchin Serralta, por encontrarse realizando tareas inherentes a 
su cargo.------------------------------------------------------------------------- 
Inmediatamente, el Diputado Presidente declaró instalada la 
sesión siendo las 12:35 horas del día 29 de junio de 2015.----- 
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Dando continuidad al orden del día el Diputado Secretario dio 
lectura al acta de la sesión anterior, celebrada el día 22 de 
junio de 2015; para su aprobación, en su caso; la cual sin 
observación alguna se sometió a votación, resultando aprobada 
por unanimidad, por lo que la Presidencia declaró aprobada el 
acta presentada.--------------------------------------------------------------- 
Se continuó con el siguiente punto del orden del día, siendo 
éste la lectura de la correspondencia recibida, que estuvo 
integrada por los Oficios del H. Congreso del Estado de Nayarit, 
del H. Congreso del Estado de Hidalgo, de la Comisión 
Permanente del Congreso de la Unión y de la Secretaria de 
Educación Pública; Por lo que Diputado Presidente solicitó al 
Diputado Secretario se le diera el trámite correspondiente.-------- 
Acto seguido, el Diputado Secretario informó que el siguiente 
punto del orden del día correspondía a la clausura de la sesión.- 
En consecuencia, el Diputado Presidente declaró clausurada la 
sesión de la Diputación Permanente, siendo las 12:40 horas 
del día 29 de junio de 2015; y citó para la próxima sesión el día  
lunes 6 de julio de 2015, a las 12:00 horas. DIPUTADO 
PRESIDENTE: C. PEDRO JOSÉ FLOTA ALCOCER. 
DIPUTADO  SECRETARIO: PROFR. EMILIO JIMÉNEZ 
ANCONA. 
 

SECRETARIA:  Es cuanto, Diputado Presidente. 
 
PRESIDENTE:  Está a su consideración el acta de la sesión de la Diputación 

Permanente, celebrada el día 29 de junio de 2015. 
 
 ¿Algún diputado desea hacer alguna observación? 

 
No habiendo quien así lo hiciera. Diputada Secretaria, sírvase 
someter a votación el acta presentada. 
 

SECRETARIA:  Se somete a votación el acta de la sesión anterior, celebrada el 
día 29 de junio de 2015, por lo que solicito a los Ciudadanos 
Diputados, emitir su voto. 

 
(Se somete a votación). 

 
SECRETARIA:  Informo a la Presidencia que el acta de la sesión anterior 

celebrada el día 29 de junio de 2015, ha sido aprobada por 
unanimidad. 

 
PRESIDENTE:  En consecuencia, se declara aprobada el acta de la sesión 

anterior, celebrada el día 29 de junio de 2015. 
 
Diputada Secretaria, sírvase continuar con el siguiente punto 
del orden del día. 
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SECRETARIA:  El siguiente punto del orden del día es la Lectura del escrito 
suscrito por el ciudadano Fidel Gabriel Villanueva Rivero en 
carácter de Presidente del Tribunal Superior de Justicia 
mediante el cual comunica la conclusión de su encargo como 
magistrado de número y solicita se dé inicio al procedimiento de 
reelección. 

 
 (Lee escrito). 
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SECRETARIA:  Es cuanto, Diputado Presidente. 
 
PRESIDENTE:  Diputada Secretaria, sírvase turnar el documento a la Comisión 

de Justicia, para su estudio, análisis y posterior dictamen; y 
sírvase continuar con el siguiente punto del orden del día. 
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SECRETARIA:  El siguiente punto del orden del día es la lectura de la Iniciativa 
de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones del Código Civil, Código de 
Procedimientos Civiles, ambos para el Estado Libre y Soberano 
de Quintana Roo y de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado de Quintana Roo, presentada por los Diputados 
Berenice Penélope Polanco Córdova, Presidenta de la 
Comisión de Justicia y Juan Luis Carrillo Soberanis, Presidente 
de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta.   

 
 (Lee Iniciativa) 
 

HONORABLE XIV LEGISLATURA CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA 
ROO. 
P R E S E N T E. 
 
Los suscritos, Diputada Berenice Penélope Polanco Córdova, 
Presidenta de la Comisión de Justicia y Diputado Juan Luis 
Carrillo Soberanis, Presidente de la Comisión de Hacienda, 
Presupuesto y Cuenta, ambos de la XIV Legislatura del Estado 
Libre y Soberano de Quintana Roo, en ejercicio de la facultad 
que nos confiere el artículo 68 fracción II de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo y en 
términos de los artículos 106, 107 y 108 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo, así como el artículo 36 fracción II del 
Reglamento para el Gobierno Interior de la Legislatura, todos 
del Estado de Quintana Roo, nos permitimos presentar a esta 
Soberanía Popular, la INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE 
SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL, CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES AMBOS PARA EL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA ROO Y DE LA LEY 
ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO, sustentándola en la siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El derecho y nuestro orden jurídico son cambiantes y deben 
transformarse conforme a las necesidades de la sociedad en la 
que vivimos. Por ello, el sistema judicial en el Estado de 
Quintana Roo, no debe ser la excepción, se debe estar siempre 
con miras a alcanzar una mejor administración e impartición de 
justicia, con el objeto de brindar a los quintanarroenses la 
certidumbre necesaria en el actuar y desempeño de los órganos 
jurisdiccionales.  
 
En nuestra entidad, desde el dos mil once, se dio inicio al 
proceso oral en la materia familiar y posteriormente a la materia 
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civil, siendo el distrito judicial de Chetumal donde primeramente 
entró en vigor las reformas al Código de Procedimientos Civiles. 
Derivado de dicho procedimiento, la experiencia jurisdiccional 
demostró que, un juez oral no podía estar a cargo del proceso 
en su etapa de instrucción, con el riesgo de suscitarse un 
congestionamiento y rezago en los acuerdos que se emitieran 
de manera escrita. 
 
Por ello, con el planteamiento de nuevas reformas se dividió el 
proceso en su aspecto formalmente escrito y lo eminentemente 
oral, para que los jueces orales se avoquen única y 
exclusivamente a la impartición de justicia, dejando las tareas 
de trámite y resolución de medidas provisionales en manos de 
un juez de instrucción y las actividades administrativas en un 
Administrador de Gestión Judicial. 
  
En ese sentido, resulta palpable en los municipios donde ha 
entrado en vigor el sistema oral familiar y civil, que los procesos 
se están agilizando, dándose prioridad a la justicia alternativa. 
Los principios de publicidad, inmediación y concentración que 
rigen a los juicios orales generan que la ciudadanía 
quintanarroense resulte beneficiada por procesos judiciales 
transparentes, con una respuesta más pronta y expedita a sus 
peticiones y demandas de índole jurídico familiar y procesos 
civiles excepcionales. 
 
Es por ello, que con la finalidad de realizar diversas 
adecuaciones en el procedimiento familiar y civil, que actualice 
y mejore la impartición de justicia en nuestra Entidad, así como 
para ampliar su campo de acción e incluir en estos 
procedimientos orales un mayor número de asuntos, los 
suscritos diputados estimamos procedente proponer las 
siguientes reformas, adiciones y derogaciones al Código de 
Procedimientos Civiles y al Código Civil de nuestro Estado, así 
como a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 
 
Lo anterior, con el propósito de cumplir cabalmente con el 
mandato constitucional de brindar a la ciudadanía una justicia 
pronta y expedita, referida en la Carta Magna en su artículo 17, 
y estar a la vanguardia con los sistemas judiciales a nivel 
nacional e internacional, en el que se alcancen los estándares 
que permitan allegar la justicia a la sociedad. 
 
En primer término se propone reformar el segundo párrafo del 
artículo 62 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, en 
el cual se extiende el horario para fijar la celebración de 
audiencias en materia de oralidad civil y familiar, a efecto de 
garantizar el principio de continuidad que rige los juicios orales 
en concordancia con la celeridad que debe prevalecer en la 
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impartición de justicia, acorde a la necesidad y alta incidencia 
en la presentación de juicios que radican los órganos 
jurisdiccionales del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 
 
Por otro lado, se propone reformar el párrafo primero y el 
párrafo segundo del artículo 89 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado, a efecto que las medidas de apremio que 
dicten los jueces y magistrados, constituyan en caso de 
desacato responsabilidad que determine en su momento el 
ministerio público, y con ello revestir de eficacia las 
determinaciones judiciales que durante la tramitación de los 
asuntos judiciales se dicten.  
 
Se adicionan los artículos 104 Bis y 104 Ter, dada la necesidad 
de continuar con la modernización y creación de nuevas 
herramientas que permitan a los usuarios acceder de una 
manera más rápida, eficiente y menos costosa a los servicios 
que el Tribunal Superior de Justicia del Estado brinda; toda vez 
que día a día los diversos juzgados de todos los distritos 
judiciales acuerdan y envían para su tramitación un sin fin de 
exhortos, dificultando a los interesados el avance de sus 
procesos, evidentemente por la distancia y por los costos que 
éstos representan. De tal manera, que al enviarse tales 
diligencias por medios electrónicos, no cabe duda que 
estaremos contribuyendo de manera positiva para alcanzar los 
retos de una justicia pronta y expedita. 
 
Uno de los motivos principales para adicionar los párrafos sexto 
al octavo del artículo 107, obedece a un interés de agilizar los 
trámites que a diario realizan los licenciados en Derecho, por lo 
que se establece la posibilidad de que puedan recibir 
notificaciones, aun las de carácter personal vía electrónica, 
siempre y cuando así lo autoricen; ya que con esto se evitará la 
espera para enterarse de lo acontecido en sus diversos 
procesos. Además se contempla la posibilidad de establecer un 
padrón de licenciados en Derecho. 
 
Ahora bien, se propone adicionar dos párrafos al artículo 112, 
con la finalidad de que tratándose de notificaciones personales 
que deba realizar el actuario en domicilios en los que se 
encuentre restringido por estar en el interior de negociaciones 
mercantiles, establecimientos abiertos al público, clubes 
privados, unidades habitacionales, fraccionamientos, 
condominios, colonias o cualquier otro lugar similar; el actuario 
solicitará el ingreso a quien se encuentre resguardando la 
entrada, y en caso de negativa, dará cuenta de ésta al juez 
competente mediante acta pormenorizada. En este caso, el 
Juez ordenará el auxilio de la fuerza pública, a fin de que ésta 
ejecute todos los actos tendientes a permitir el ingreso del 
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actuario para que se constituya en el domicilio y realice la 
notificación personal en los términos de este artículo; lo anterior 
sin perjuicio de la decisión judicial de dar vista al Ministerio 
Público por desobediencia a un mandato judicial y la aplicación 
otras medidas de apremio que se determinen ordenar. 
 
Se propone modificar el artículo 613, a efecto de posibilitar que 
las notificaciones puedan hacerse vía electrónica, para lo cual, 
en caso de que las partes omitan señalar en su escrito de 
expresión y contestación de agravios su correo electrónico, 
todas las notificaciones que deban hacérseles, aún las de 
carácter personal, se practicarán por  lista electrónica, sin 
menoscabo que se podrá designar domicilio en donde tenga 
sede el Tribunal de Alzada, para que se hagan las 
notificaciones y practiquen las diligencias que sean necesarias. 
 
Se propone reformar las fracciones IV y IX del artículo 892 y 
adicionar las fracciones XI y XII al mismo artículo, en lo que se 
refiere a los asuntos que serán sujetos al procedimiento oral, a 
efecto de incluir las nulidades de actas del estado civil, la 
homologación de convenios transaccionales, la acción que se 
promueva para obtener el pago de cuotas condominales a que 
se refiere el artículo 43 de la Ley de Propiedad en Condominio 
de Inmuebles del Estado y los interdictos.  
 
Respecto a las jurisdicciones voluntarias de información ad 
perpetuam, la homologación de convenios transaccionales son 
adicionadas para tramitarse por la vía oral, debido a que el 
convenio transaccional, surge ante la necesidad de dar certeza 
y legalidad a los actos civiles que tengan como finalidad 
terminar con una controversia presente o prevenir una futura. 
En la actualidad la jurisdicción voluntaria es un procedimiento 
que se sigue ante un juez tradicional, y por ende su ejecución 
es llevada por el mismo juez, quien lo eleva a categoría de 
cosa juzgada, para lo cual es factible de conformidad con la 
norma aplicable, incorporar a la vía oral su tramitación, 
homologación y en su caso ejecución, para que atendiendo a 
los principios ya mencionados los justiciables accedan a los 
instrumentos que esta figura contempla, dando fuerza y 
eficacia sobre el acto en cuestión.  
 
En el artículo 895 se determina que, cuando una de las partes 
o ambas tengan alguna discapacidad ya sea visual, auditiva o 
carezca de lenguaje, corresponderá el Juez de Instrucción 
ordenar la asistencia necesaria que permita su adecuada 
intervención en las diligencias en que formen parte; en caso de 
intérpretes se estará a lo dispuesto en el artículo 918 de este 
código.  
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Con la reforma al primer y segundo párrafo del artículo 906 se 
pretende que los abogados al momento de asumir la 
responsabilidad como parte de un litigio como mandatarios, se 
garantice que son profesionales debidamente autorizados para 
ejercer la abogacía, y con esto la sociedad tiene en las manos 
la certeza de que la persona que contrató para asumir su 
defensa cumplirá con esa responsabilidad, sin perjuicio de que 
se pueda seguir autorizando a una o varias personas con 
capacidad legal para oír y recibir documentos y notificaciones 
en su nombre. 
 
Se propone una reforma al segundo párrafo del artículo 907, ya 
que actualmente otorga facultades al Juez de instrucción, para 
no admitir pruebas, cuando éstas no se hayan ofrecido 
conforme a lo establecido en el primer párrafo de este artículo. 
Sin embargo, este acto procesal no debe de corresponder a 
funciones del Juez de Instrucción, sino al Juez Oral, de 
conformidad a lo que establecen los artículos 929, fracción IV y 
930, ambos del Código de Procedimientos Civiles. 
 
El artículo 908 surge como una necesidad de establecer sin 
temor a equivocaciones, cual es la función específica, o la 
forma de que el Juez de Instrucción va a actuar en los casos en 
que se le presente la demanda por la vía ejecutiva; de esta 
forma se están dando las herramientas necesarias al citado 
juzgador. 
 
Se propone reformar el primer párrafo del artículo 918 a efecto 
de establecer que las partes que no hablen el idioma español, 
formularán sus preguntas o contestaciones por medio de un 
intérprete, en cuyo caso el Juez Oral enviará oficio al área de 
servicios periciales del Poder Judicial a efecto de ésta, 
proponga un perito para que sea designado por el mismo juez. 
 
Precisando los tiempos del proceso, se propone reformar el 
artículo 930 para que el Juez de instrucción, una que vez que 
el demandado no haya contestado la demanda, proceda a 
declarar la rebeldía. Y hasta entonces, al ya estar contestada la 
demanda o declarada la rebeldía, se fijará fecha y hora para la 
audiencia inicial; ello a diferencia de lo que determina el 
artículo en vigor, donde no se prevé la contestación de 
demanda para la fijación de la audiencia inicial, sino 
únicamente se refiere la declaración de rebeldía  
   
Se reforma el artículo 933, para que las excepciones dilatorias 
que no tengan una tramitación especial, y para que como en el 
procedimiento oral, sean tramitadas conforme a las reglas del 
capítulo de incidentes. 
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Con la reforma al artículo 944 se clarifica de qué manera la 
ciudadanía o los justiciables van a plantear sus recursos de 
apelación, esto es, saber a ciencia cierta a quien dirigirse, ante 
la existencia de un Juez de oralidad y un Juez de Instrucción, 
quienes dictan resoluciones diversas, por lo que sí resulta 
importante para el correcto desarrollo del procedimiento. 
 
En relación al artículo 948 Bis, tratándose de los incidentes de 
nulidad de notificación por falta de emplazamiento y el de falta 
de personalidad, planteados fuera de audiencia, se propone 
sean tramitados por el Juez de instrucción, quien dará vista a la 
contraparte para que, en el término de tres días, manifieste lo 
que su derecho corresponda, y para el caso de que se ofrezcan 
pruebas, estas serán admitidas y preparadas por el mismo 
Juez, y una vez hecho lo anterior se fijará audiencia incidental, 
que será resuelto por el Juez oral, y en caso de ser procedente 
el referido incidente, se ordenará lo conducente. 
 
La propuesta de reformar la fracción primera del artículo 950 
resulta necesaria para adecuar el desarrollo de la audiencia de 
juicio conforme al principio de oralidad, para que, el oferente de 
la prueba confesional, pueda pedir en el acto de la audiencia 
que la contraparte se presente a declarar sobre los 
interrogatorios, mismos que serán formulados y contestados de 
manera oral. 
 
En el artículo 962 Septies se adicionan los párrafos segundo al 
cuarto, a efecto de que el procedimiento de ejecución de 
sentencias en los casos en que, al momento que el Juez oral 
dicte su resolución, y las partes no la recurran, el juez deberá 
decretar que la misma ha causado ejecutoria, e iniciar la 
ejecución, girando los oficios correspondientes y, en su caso, 
ordenando las diligencias necesarias. Asimismo se establece el 
procedimiento que deberá seguir el juez de instrucción para el 
caso de que una vez causado estado la sentencia, una de las 
partes no cumpla con lo ordenado.  
 
Por otro lado, en ese mismo artículo también se estipula que 
habiendo causado ejecutoria las resoluciones, y aprobados los 
convenios transaccionales, el Juez ordenará su archivo 
definitivo, ordenando se expida copia certificada a las partes, 
exceptuando los que contengan resolutivos o cláusulas de 
ejecución inmediata. Y para el caso de incumplimiento de los 
mismos, el interesado promoverá, vía incidental, por cuerda 
separada, la ejecución del convenio o de la resolución 
correspondiente con sendos requisitos. 
 
En relación a la reforma del párrafo primero y segundo al 
artículo 966, se propone contemplar los supuestos en los que 
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levantada la constancia respectiva de la comparecencia o 
recibida la demanda y cumplidas las exigencias legales, el Juez 
de Instrucción dicte el auto de admisión, fijando una pensión 
alimenticia provisional, contra la cual no se admitirá recurso 
alguno. Lo anterior, se comunicará de inmediato a la persona 
física o moral de quien perciba el ingreso el deudor alimentista, 
para que dicha pensión se deposite a la cuenta bancaria del 
Poder Judicial, o en la caja de la dirección financiera, siendo 
que para tal efecto el Juez hará del conocimiento el número de 
cuenta correspondiente; lo que hará constar el juez en el 
acuerdo donde fije la citada pensión provisional; debiendo el 
Fondo para el Mejoramiento de la Administración de Justicia 
informar al juzgado cuando la persona física o moral incumpla, 
para efecto de que el juez requiera al representante legal de la 
empresa o al deudor alimentista dependiendo del caso.  
 
Siguiendo con la delimitación correcta de funciones y 
atribuciones de los jueces, se propone reformar el artículo 972, 
para especificar que el Juez de instrucción sea quien después 
de contestada la demanda, fije un régimen de convivencia 
provisional con el demandante ya sea de manera libre, asistida 
o supervisada, atendiendo a las circunstancias del caso y al 
interés superior del menor involucrado, pudiendo negar dicha 
medida temporal en caso que exista un inminente riesgo a la 
integridad física, psicológica o emocional del menor. Así como 
también que se mande a realizar las valoraciones psicológicas 
de la persona menor de edad y de las partes que solicitan las 
convivencias. Se contempla, de la misma manera establecer 
que la convivencia provisional cesará una vez que el Juez Oral 
pronuncie la sentencia definitiva. 
 
Se propone modificar el artículo 985 Ter, sobre los requisitos 
que se deben acompañar a la solicitud de divorcio incausado, 
en su fracción tercera, inciso “c”, para que, a diferencia de la 
disposición en vigor donde sólo se contempla la designación 
del cónyuge que seguirá habitando el domicilio donde se tuvo 
vida en común, se designe con esta reforma el domicilio donde 
habitarán ambos cónyuges, durante y después de ejecutoriado 
ese divorcio. Así como también se propone la derogación del 
inciso “f”, ya que la disposición en vigor hace referencia al 
régimen de separación de bienes, y que por cuestiones de 
índole práctica-procesal, hace innecesario requerir de tal 
información, para los fines y naturaleza jurídica que 
corresponde al divorcio incausado. 
 
Con la reforma al primer párrafo del artículo 985 Quáter, se 
pretende contemplar que el juez de instrucción, una vez 
admitida la solicitud de divorcio incausado, la admita a trámite, 
dé vista al otro cónyuge y provea, no sólo sobre las medidas 
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precautorias, sino también sobre las medidas provisionales 
solicitadas, además de las que estime necesarias para 
salvaguardar el interés superior de los menores o incapaces.  
 
Igualmente, en el artículo  985 Quinquies segundo párrafo se 
precisa, por formalidad procesal, de que el convenio que se 
derive de la audiencia de avenencia, una vez aprobado y 
elevado a la categoría de cosa juzgada, se decrete la 
disolución del vínculo matrimonial y, en su caso, la terminación 
de la sociedad conyugal, mediante sentencia definitiva.  
 
En el artículo 985 Sexties, al  no llegarse a un acuerdo sobre la 
totalidad de los puntos del convenio o de no asistir a la 
audiencia respectiva el cónyuge citado, se decretará la 
disolución del vínculo matrimonial y, en su caso, la terminación 
de la sociedad conyugal, con la modificación de que será en 
sentencia definitiva el apercibimiento a las partes de 
abstenerse de ocultar, enajenar, dilapidar bienes y efectos 
patrimoniales generados durante el matrimonio hasta en tanto 
se liquide la sociedad conyugal.  
 
Se propone reformar el artículo 985 Septies, para establecer 
que una vez que el Juez de Instrucción ha citado a los 
cónyuges y al Ministerio Público para la realización de la 
audiencia inicial ante el Juez Oral, y la secuencia procesal 
seguirá las mismas reglas del Título Vigésimo Primero 
denominado del Procedimiento Oral, resolviéndose mediante 
sentencia interlocutoria el incidente de pretensiones planteado 
respecto de los puntos que no hayan sido objeto del consenso. 
Y se modifica el segundo párrafo de este artículo para 
establecer que la sentencia definitiva que decrete la disolución 
del vínculo matrimonial será irrecurrible. 
 
Se propone reformar el artículo 986, a efecto de establecer que 
la solicitud de jurisdicción voluntaria se presentará por escrito al 
Juez de instrucción, con las demás reglas que ya se 
contemplan en este párrafo. Así mismo se contempla que 
tratándose de convenios transaccionales, el Juez de 
Instrucción, dentro del término de tres días, fijará audiencia 
mandando citar a las partes interesadas del objeto de la 
transacción, para que, en presencia del Juez Oral, ratifique el 
convenio y las firmas para que proceda su homologación y 
eleve a categoría de cosa juzgada. Y para el caso de no 
comparezcan las partes a la audiencia respectiva a ratificar el 
convenio, se ordenará el archivo definitivo del asunto. 
 
Es por lo antes esgrimido, que se propone la incorporación de 
este importante instrumento legal del procedimiento civil al 
capítulo de la oralidad, y de esta manera responder a las 
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demandas y necesidades de una sociedad que verá reflejado 
en un procedimiento sumarísimo la tutela eficaz de la esfera de 
seguridad jurídica  en su patrimonio que la carta magna 
establece; asimismo se busca continuar con la tendencia de los 
procedimientos orales, con todas las bondades que emanan de 
esta vía, causas que de manera directa repercuten de manera 
positiva en el fortalecimiento de nuestra economía, así como la 
credibilidad en las instituciones del Estado, especialmente el 
Poder Judicial, no menos importante señalar que al convenio 
homologado, que se eleva a categoría de cosa juzgada al ser 
equiparado a una sentencia firme, cobra especial relevancia y 
es interés de la sociedad que el Estado a través del Poder 
Judicial garantizar su ejecución de manera pronta y eficaz, en 
este contexto la presentación, homologación y ejecución, se 
concibe como un procedimiento practico y de acceso la justicia. 
 
Al reformar los artículos 1005, 1006, 1007, y adicionar los 
artículos 1008 Bis, 1008 ter, 1008 Quater, 1008 Quinquies, 
1008 Sexties y 1008 Septies, se pretende brindar elementos a 
los justiciables, que les permitan contar con un procedimiento 
acorde a la tendencia actual que persigue y establece la 
dinámica propia del Estado de Quintana Roo; esto es los juicios 
orales en todas las materias. En este orden de ideas no 
podíamos perder de vista, en la búsqueda de una celeridad y 
mayor certeza jurídica enriquecer el juicio hipotecario con todos 
y cada uno de sus puntos que regirán este proceso; es así que 
como una herramienta más para la sociedad se establece éste 
procedimiento para el cobro de las cantidades reclamadas o la 
ejecución de la garantía hipotecaria.   
 
Por otra parte respecto al Código Civil del Estado, se propone 
adicionar un párrafo segundo y un párrafo tercero al artículo 
858, a efecto de que los mecanismos de las partes, tanto 
acreedor como deudor alimentista, sean más eficaces, y menos 
burocráticos, esto es apoyando los tramites de depósito y cobro 
de pensión por concepto de alimentos, a través de los medios 
electrónicos bancarios. 
 
Con la intención de lograr la transparencia, no solo de los 
procesos que actualmente se ventilan en los diversos juzgados 
del Poder Judicial del Estado, sino también en los 
procedimientos que se realizan en las sesiones del Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, para que éstos adquieran una 
mayor agilidad y certeza; además de acercarnos a un proceso 
basado en la oralidad ya que las sesiones se video graban  y se 
recoge lo sucedido por medio de un acta mínima que evita 
transcribir las sesiones que muchas veces resultan largas, es 
por eso que se propone reformar el artículo 17 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
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La reforma al artículo 45 fracción XVI cuya modificación se 
propone, trae como una intención el abonar en la agilización de 
los procedimientos y abatir los costos que esto genera, ya que 
solo en los casos que la ley previene el Presidente del Tribunal 
autorizara los exhortos y despachos que deban ser remitidos a 
otros Tribunales fuera de nuestra jurisdicción, toda vez que los 
que se encuentren en otra posición en atención al Código 
Procesal Civil serán remitidos de manera directa a las 
autoridades que deban diligenciar los exhortos y despachos sin 
pasar por el trámite en la autorización de la Presidencia del 
Tribunal, lo que traerá grandes beneficios procesales y en las 
costas del juicio.  
   
Ahora bien, haciendo referencia a la Ley Orgánica del Poder 
Judicial se adiciona el artículo 63 Bis, donde se considera que 
los Jueces en la oralidad familiar, Mercantil, Civil y los Internos, 
gozan de fe pública en la realización de las actuaciones de su 
competencia, pudiendo certificar el contenido de los actos que 
realicen y de las resoluciones que dicten, cuando tales actos 
consten en registros informáticos, de audio, video o se 
transcriban. 
 
Se propone derogar la fracción XII del artículo 82 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado, en razón de que la 
actualización y autorización de la publicación de la lista de 
determinaciones judiciales y acuerdos que emiten las Salas que 
constituyen los Tribunales de Alzada, se trata de notificaciones 
en vía de publicación, por ende su elaboración y firma 
corresponde a las funciones y facultades de los actuarios del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado. 
 
Así como también, se propone reformar la fracción XVIII al 
artículo 85 y adicionar una fracción XIX a efecto de que los 
Secretarios de Acuerdos de los Juzgados, presenten a los 
Jueces los proyectos de acuerdos que éstos les encomienden, 
dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, después de recibida 
la promoción respectiva, salvo que se trate de asuntos que por 
su naturaleza, requieran atención inmediata; así como las 
demás funciones que la ley les encomiende. 
 
En relación a lo antes expuesto, se propone reformar la fracción 
III del artículo 86, en lo relativo a la facultad y responsabilidad 
que recae en los actuarios, para que una vez elaborada y 
actualizada la lista de estrados que publican las 
determinaciones judiciales y acuerdos de los tribunales de 
Alzada, finalmente sea autorizada por el referido funcionario 
judicial. 
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Se propone reformar la fracción VI del artículo 86 Bis, por 
cuanto guarda una estrecha relación con la reforma al Código 
Procesal Civil que ahora se propone, en lo atinente a la función 
administrativa que tiene el administrador de gestión judicial 
respecto a la programación y supervisión de la agenda de 
audiencias que con motivo de la tramitación de juicios se lleven 
a cabo, con lo anterior se garantiza el cumplimiento de los 
tiempos  procesales para la celebración y la continuidad que 
rige la legalidad y el debido proceso. 
 
Siguiendo con el tema de las administraciones y con la nueva 
tendencia en la profesionalización de todas las personas que 
ingresan al Poder Judicial, se creó la figura del Secretario 
Auxiliar que es el primer requisito dentro del sistema de 
capacitación para formar parte del Tribunal Superior de Justicia; 
es por eso que se reforma la fracción I del artículo 86 Sexties a 
efecto de establecer de manera precisa sus obligaciones. 
 
El artículo 92 fracción I, XXV se reforman con el objeto de 
otorgarle al Consejo de la Judicatura atribuciones de carácter 
administrativo y disciplinario, cuya necesidad nace de las 
exigencias del procedimiento interno para imponer sanciones o 
verificar el correcto funcionamiento de las diversas instancias y 
funcionarios que laboran en las mismas, en ese sentido se 
adiciona las fracciones XXVI y XXVII a este mismo numeral. 
 
Las reformas planteadas a los artículos 110 y 125 van 
relacionados entre sí, toda vez que el primero de ellos 
establece la facultad del Consejo de la Judicatura para realizar 
auditorías e investigaciones que le proporcionan elementos 
suficientes para poder establecer los lineamientos en caso de 
que se inicie algún trámite interno en la visitaduría judicial, para 
lo cual tal y como lo sostiene el segundo de los numerales 
relacionados al especificar las responsabilidades en las que 
pueden caer todos los funcionarios públicos del Poder Judicial; 
es así que la idea principal de la reforma de estos artículos sin 
duda van a ayudar a que los elementos que trabajan en el 
Tribunal Superior de Justicia puedan ser investigados y 
sancionados si caen dentro de ese sistema. En consecuencia 
se establecen de manera clara las causas de responsabilidad 
administrativa establecidas en los artículos 125 Bis al 125 
Nonies. 
 
Por otra parte, el esquema actual de los Poderes Judiciales 
contemporáneos contempla la adscripción de sus Magistrados 
como integrantes de dos órganos especializados en las 
funciones primordiales propias de su esencia: la impartición y la 
administración de justicia. Por ello, la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Quintana Roo atribuye al Pleno del 
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Tribunal Superior de Justicia la titularidad de la función 
jurisdiccional y al Consejo de la Judicatura la función de 
administración de justicia, siempre en un marco competencial 
diferenciado. En ese sentido, el Consejo de la Judicatura, que 
tiene las funciones de administración, vigilancia, disciplina y 
carrera judicial, se conforma por los Consejeros Ciudadanos, el 
Consejero Juez y dos Magistrados Numerarios: uno en función 
de Presidente del Tribunal Superior de Justicia y del propio 
Consejo, y otro como Magistrado Consejero, a fin de garantizar 
desde esta pluralidad de ópticas el correcto desempeño del 
órgano y la optimización de sus funciones. 
 
A partir de esta dinámica, los Magistrados que con motivo de la 
designación del Tribunal Pleno integran el Consejo de la 
Judicatura, cumplen una función vital que garantiza que esa 
función indisociable de impartición y administración de justicia, 
se traduzca en resultados tangibles para el propio justiciable y 
la sociedad en su conjunto. Por esta razón, los resultados 
obtenidos en el  ejercicio de Magistrados integrantes del 
Consejo, debe someterse al escrutinio de la Legislatura a través 
del procedimiento constitucional de reelección, a fin de 
establecer parámetros integrales de evaluación que permitan 
reconocer el desempeño de los Magistrados que se hubieren 
ubicado en esta hipótesis. Por esta razón, se propone adicionar 
una fracción II Bis al artículo 114 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, que puntualice la información relativa al ejercicio del 
cargo que desempeña el Magistrado Consejero. 
 
En cuanto a la reforma del artículo 126, lo que se pretende es 
unificar el término de causas de responsabilidad administrativa 
en lugar de faltas, de acuerdo a lo establecido en el propio 
artículo 125. 
 
En las causas de responsabilidad administrativa de los 
servidores públicos la ciudadanía exigía reglas claras al 
momento de realizar alguna denuncia por responsabilidad 
administrativa; es por eso que se establecen las causas de 
responsabilidad en el artículo 127 satisfaciendo así esos 
cuestionamientos; toda vez que se establece de manera clara y 
precisa cada una de las posibilidades, de quienes pueden 
denunciar. 
 
El artículo 128 viene a clarificar a los propios órganos internos 
relacionados con la imposición de sanciones, así como la 
visitaduría del Poder Judicial, quienes son los encargados de 
imponer las sanciones en el caso de algún funcionario que haya 
cometido alguna falta administrativa. 
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El artículo 128 Bis se armoniza con las nuevas tendencias de 
los derechos humanos a los cuales del Poder Judicial no puede 
estar exento de observancia; esto es que se respetara la 
garantía de audiencia del servidor público así como la 
presunción de inocencia. 
 
El artículo 129 reviste importancia toda vez que se establece en 
debida precisión las reglas del procedimiento para la imposición 
de sanciones, pues no se contaba con un  proceso claro y 
transparente al cual todas las partes pudieran acudir. 
 
En el artículo 131 se modifica el procedimiento para resolver las 
impugnaciones realizadas por algún funcionario público que no 
esté conforme con la resolución dictada por el Juez interno, el 
cual se denomina recurso de reconsideración, estableciendo en 
que tiempo, ante quien y que tipo de resoluciones se pueden 
emitir, previniendo evitar cualquier laguna procesal que pudiera 
darse en el desarrollo del mismo. 
 
En este orden de ideas, la premisa más importante para los 
diputados que conformamos este Poder Legislativo es la 
búsqueda constante de la impartición de justicia, pronta y 
expedita, con el fin ideal de dar a cada quien le corresponde, es 
por eso que esta iniciativa, viene a establecer precisamente las 
bases de los requerimientos de la sociedad quintanarroense.  
 
Por todo lo antes expuesto, tenemos a bien someter a la 
consideración de esta Honorable Soberanía, la siguiente: 
 
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 
CÓDIGO CIVIL, CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
AMBOS PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUINTANA ROO Y DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER 
JUDICIAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. 
 
PRIMERO: Se reforman el segundo párrafo del artículo 62, el 
primer y segundo párrafo del artículo 89, el artículo 613, las 
fracciones IV y IX del artículo 892,el primer párrafo del artículo 
895, el primer y segundo párrafos del artículo 906, el segundo 
párrafo del artículo 907, el artículo 908, el primer párrafo del 
artículo 918, los artículos 930, 933, 944, la fracción I del artículo 
950, los párrafos primero y segundo del artículo 966, el artículo 
972, el inciso c) de la fracción III del artículo 985 Ter, el primer 
párrafo del artículo 985 Quater, el segundo párrafo del artículo 
985 quinquies, el primer párrafo del artículo 985 sexties,  los 
artículos 985 septies, 986, 1005, 1006 y 1007; se adicionan los 
artículos 104 bis y 104 ter, los párrafos sexto, séptimo y octavo 
al artículo 107, los párrafos sexto y séptimo del artículo 112, el 
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artículo 948 Bis, los párrafos segundo al cuarto al artículo 962 
septies, los artículos 1008 Bis, 1008 Ter, 1008 Quater, 1008 
Quinquies, 1008 Sexties y 1008 Septies; y se deroga el inciso 
f) de la fracción III del artículo 985 Ter, todos del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado Libre y Soberano de 
Quintana Roo, para quedar como sigue: 
 
Artículo 62. … 
 
Se entienden horas hábiles las que median desde las siete 
hasta las veintiún horas. En los juicios sobre alimentos, 
impedimentos de matrimonio, diferencias que surjan entre 
marido y mujer, sobre administración de bienes comunes, 
educación de hijos, servidumbres legales, interdictos posesorios 
y las demás que determinen las leyes, no hay días ni horas 
inhábiles. En los demás casos, el Juez puede habilitar los días y 
horas inhábiles para actuar o para que se practiquen 
diligencias, cuando hubiere causa urgente que lo exija, 
expresando cual sea ésta y las diligencias que hayan de 
practicarse.  
 
Artículo 89. Los jueces y magistrados para hacer cumplir sus 
determinaciones, pueden emplear cualquier de los siguientes 
medios de apremio que juzguen eficaz: 
 
I. a VI. … 
 
Respecto a las multas que impongan los jueces y 
magistrados en el ejercicio de sus funciones, se notificará 
al infractor que debe acudir a pagarla ante el Fondo para el 
Mejoramiento de Administración de Justicia dentro del 
término de tres días, debiendo acreditar dentro de los dos 
días siguientes a su pago que ya cumplió con la 
determinación, en caso contrario, se le dará vista al 
ministerio público por desobediencia a un mandato judicial. 
 
Artículo 104 Bis. Los despachos, exhortos o cualquier otra 
comunicación similar que tengan que diligenciarse entre 
las autoridades judiciales del Estado, deberán ser remitidos 
de juez a juez, sin necesidad de pasar a la Presidencia del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado. 
 
Los exhortos y despachos a los que alude el párrafo 
anterior, se deberán remitir al juzgado que deba cumplir la 
encomienda, a través del correo electrónico institucional de 
la Administración de Gestión Judicial que corresponda o 
de la oficialía de partes en su caso, conjuntamente con los 
archivos digitalizados, de las constancias conducentes y 
del recibo de pago de los derechos inherentes. Sin estos 
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requisitos no se procederá a su diligenciación. Una vez 
recepcionado, se procederá a la impresión de los 
documentos digitalizados y el fedatario hará constar en el 
citado documento, la fecha y hora de su recepción. De la 
misma manera, se devolverán las constancias que deriven 
de la diligenciación de dichos exhortos, 
independientemente de la remisión que se hagan mediante 
correo certificado.  
 
Artículo 104 Ter. Tratándose de exhortos o despachos que 
libren jueces o magistrados del Estado a otras entidades 
federativas o al extranjero que deban realizarse, estos 
serán remitidos por medio del correo electrónico 
institucional, de manera directa a los jueces o magistrados 
que por razón de jurisdicción y competencia deban 
diligenciarlos, o en su caso, a través de sus respectivas 
oficialías comunes de partes, siempre y cuando exista 
convenio entre los Tribunales respectivos, que así lo 
justifiquen. Los exhortos o despachos provenientes de 
otros Tribunales, que deban ser diligenciados en nuestro 
Estado, podrán ser enviados de manera directa o por 
conducto de las oficialías comunes, así como por las 
Administraciones de Gestión Judicial, por medio del correo 
electrónico institucional, previo convenio realizado entre 
los diversos Tribunales; mismos que una vez diligenciados 
deberán ser devueltos por la misma vía. 
 
De no existir convenio respecto a la tramitación de los 
exhortos vía electrónica, los juzgados de la Entidad los 
enviarán por esa vía a la Administración de Gestión de 
Exhortos, debiendo recibirlos el fedatario de la adscripción, 
quien una vez impreso y cotejado al igual que los 
documentos que se acompañan, los remitirá al Tribunal 
Superior de Justicia donde se vaya a realizar la diligencia. 
Tratándose de los exhortos o despachos que provengan de 
otra Entidad Federativa, éstos serán enviados a la 
Administración de Gestión de Exhortos, quien por 
conducto de su fedatario lo escaneará y lo enviará vía 
correo electrónico institucional al juez competente; quien 
por ese mismo conducto, lo devolverá a dicha 
Administración. Los exhortos y despachos respectivos, 
serán canalizados por el Presidente del Tribunal. 
 
Artículo 107. … 
 
… 
 
… 
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… 
 
… 
 
Todo Licenciado en Derecho deberá al presentar su primer 
escrito o diligencia judicial en la que intervenga, su cédula 
profesional y copia simple de ésta, para el efecto de que el 
juez o magistrado, mediante el acuerdo correspondiente, 
coteje la misma y reconozca al compareciente su calidad 
como profesional en derecho. Asimismo se le asignará una 
cuenta de acceso al sistema de notificaciones electrónicas 
la cual deberá mantenerla activa, misma donde recibirá 
todas y cada una de las notificaciones, inclusive las 
personales, cuando así lo solicite, y que le servirá para 
identificarse en los diversos juicios que promueva en los 
distintos distritos judiciales del Estado.  
 
Los profesionales en derecho que aún no hayan iniciado un 
procedimiento civil y deseen obtener su número de usuario 
para futuros trámites ante diversas instancias judiciales 
pueden acudir ante la Administración de Gestión Judicial, 
en donde se le otorgará el número de usuario que le 
corresponda. 
 
Respecto al registro de Licenciados en Derecho, los datos 
mínimos que se requieren para que al usuario se le asigne 
un correo institucional, serán: nombre, edad, profesión, 
correo electrónico y domicilio. El administrador del sistema 
deberá verificar el cumplimiento estricto de estos. 
 
Artículo 112. ... 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Cuando el acceso a la casa, local, oficina o despacho, 
donde se haya ordenado la notificación personal, se 
encuentre restringido por estar en el interior de 
negociaciones mercantiles, establecimientos abiertos al 
público, clubes privados, unidades habitacionales, 
fraccionamientos, condominios, colonias o cualquier otro 
lugar similar; el actuario solicitará el ingreso a quien se 
encuentre resguardando la entrada, y en caso de negativa, 
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dará cuenta de esta al juez competente mediante acta 
pormenorizada. 
 
En este caso, el Juez ordenará el auxilio de la fuerza 
pública, a fin de que ésta ejecute todos los actos tendientes 
a permitir el ingreso del actuario para que se constituya en 
el domicilio y realice la notificación personal en los 
términos de este artículo; lo anterior sin perjuicio de la 
decisión judicial de dar vista al Ministerio Público por 
desobediencia a un mandato judicial y la aplicación otras 
medidas de apremio que se determinen ordenar. 
 
Artículo 613. En los escritos de expresión y contestación 
de agravios, las partes deberán señalar correo electrónico, 
bajo pena, en caso de no hacerlo, que todas las 
notificaciones que deban hacérseles, aún las de carácter 
personal, se practicarán por  lista electrónica.   
 
Sin menoscabo de lo dispuesto en el párrafo anterior, se 
podrá designar domicilio en donde tenga sede el Tribunal 
de Alzada, para que se hagan las notificaciones y 
practiquen las diligencias que sean necesarias. 
 
Artículo 892. … 
 
I a III. … 
 
IV. Las nulidades y rectificaciones de actas del estado civil; 
 
V. a VIII. … 
 
IX. Las jurisdicciones voluntarias de información ad perpetuam 
y la homologación de convenios transaccionales; 
 
X. ... 
 
XI. La acción que se promueva para obtener el pago de 
cuotas condominales a que se refiere el artículo 43 de la 
Ley de Propiedad en Condominio, y 
 
XII. Los Interdictos. 
 
Artículo 895. En caso de que una de las partes o ambas 
tengan alguna discapacidad ya sea visual, auditiva o carezca de 
lenguaje, el Juez de Instrucción ordenará la asistencia 
necesaria que permita su adecuada intervención en las 
diligencias en que formen parte. En caso de intérpretes se 
estará a lo dispuesto en el artículo 918 de este código. 
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… 
 
Artículo 906. … 
 
El mandatario deberá acreditar encontrarse legalmente 
autorizado para ejercer la profesión de abogado o 
licenciado en derecho, debiendo proporcionar copia 
certificada de su cedula, en el escrito que se otorgue el 
mandato. 
 
El mandatario deberá exhibir su cédula profesional en las 
diligencias en que intervenga, salvo que ya se encuentre 
registrada dicha cédula en el Sistema de Gestión Judicial 
del juzgado correspondiente. El mandato judicial otorgado, 
por escrito, podrá ser ratificado ante el Juez de Instrucción 
o ante el Juez Oral en la audiencia correspondiente. 
 
Artículo 907. … 
 
Si las partes no cumplen con los requisitos anteriores en los 
escritos que fijan la litis, el Juez oral no podrá admitirlas, 
aunque se ofrezcan por las partes posteriormente, salvo que 
importen pruebas supervenientes. 
 
Artículo 908. Admitida la demanda, el Juez de Instrucción con 
las copias de la demanda y los documentos que se acompañan 
ordenará emplazar al demandado, y en el caso del ejercicio 
de acciones de naturaleza ejecutiva, de igual forma debe 
emitir mandamiento de ejecución. La contestación de la 
demanda debe presentarse por escrito en un plazo de nueve 
días, y en la misma el demandado, debe referirse a todos y 
cada uno de los hechos aducidos por el actor, confesándolos o 
negándolos, así como, en su caso, interponer excepciones. 
 
Artículo 918. Cualquiera de las partes que no hablen el idioma 
español, formularán sus preguntas o contestaciones por medio 
de un intérprete, en cuyo caso el Juez Oral enviará oficio al 
área de servicios periciales del Poder Judicial a efecto de 
ésta, proponga un perito para que sea designado por el 
juez. Las preguntas o contestaciones serán relatadas en el 
idioma español por el intérprete  y si así lo solicitare, éste 
permanecerá a su lado durante toda la audiencia. En estos 
casos, a solicitud del de la parte o del intérprete, se concederá 
el tiempo suficiente para que éste pueda hacer la traducción 
respectiva, cuidando, en lo posible, que no se interrumpa el 
adecuado desarrollo de la audiencia. 
 
... 
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Artículo 930. En caso de que el demandado no conteste la 
demanda, el Juez de Instrucción declarará la rebeldía. 
Contestada la demanda o declarada la rebeldía éste fijará 
fecha y hora para la audiencia inicial, en la que el Juez 
Oral admitirá o desechara las pruebas ofrecidas por las 
partes, y en el caso de las admitidas que no ameriten 
preparación tendrá por concluida la audiencia inicial e 
inmediatamente dará inicio a la audiencia de juicio, en la cual se 
desahogarán las pruebas admitidas, dictándose de ser posible 
la sentencia definitiva, de no ser así, citará a las partes para 
dictarla en un término que no podrá exceder de ocho días.   
 
Artículo 933. Tratándose de las excepciones dilatorias que no 
tengan una tramitación especial en este capítulo, se tramitarán 
conforme a las reglas del capítulo de los incidentes. 
 
Artículo 944. El recurso de apelación se interpondrá en 
audiencia ante el mismo Juez Oral que dictó la resolución o 
ante el Juez de Instrucción tratándose de resoluciones 
apelables dictadas por éste. Una vez interpuesto el recurso el 
Juez ordenará remitir las actuaciones al Tribunal de Alzada, en 
un término no mayor de tres días, y notificará a las partes la 
sede de dicho tribunal, haciéndole de su conocimiento que las 
notificaciones para el apelante se harán a través de la lista 
electrónica o por notificación personal electrónica. 
 
Artículo 948 Bis. Tratándose de los incidentes de nulidad 
de notificación por falta de emplazamiento y el de falta de 
personalidad, planteados fuera de audiencia, estos serán 
tramitados por el Juez de instrucción, quien dará vista a la 
contraparte para que, en el término de tres días, manifieste 
lo que su derecho corresponda, y para el caso de que se 
ofrezcan pruebas, éstas serán admitidas y preparadas por 
el mismo Juez, y una vez hecho lo anterior, se fijará 
audiencia incidental, que será resuelto por el Juez oral, y 
en caso de ser procedente el referido incidente, se 
ordenará lo conducente. 
 
Artículo 950. … 
 
I. El oferente de la prueba podrá pedir que la contraparte se 
presente a declarar sobre los interrogatorios que, en el acto de 
la audiencia, se formulen y contesten de manera oral;  
 
II. a III. … 
 
Artículo 962 Sépties. … 
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En los casos en que, al momento que el Juez Oral dicte su 
resolución, y las partes no la recurran, el juez deberá 
decretar que la misma ha causado ejecutoria, e iniciar la 
ejecución, girando los oficios correspondientes y, en su 
caso, ordenando las diligencias necesarias. 
 
Una vez causado estado la sentencia, en caso de que una 
de las partes no cumpla con lo ordenado, el juez de 
instrucción actuará de la siguiente manera:  
 
I. Cuando el deudor alimentista, a pesar de habérsele fijado 
el pago de pensión alimenticia por el Juez, no cumpla con 
su obligación, se hará acreedor a la medida de apremio 
consistente en una multa hasta por el monto establecido en 
el artículo 89 de este Código; 
 
II. En caso de reincidencia, el Juez ordenará el arresto de 
dicho deudor, en términos de la fracción IV del artículo 89 
del Código en cita; 
 
III. Si por tercera ocasión el deudor alimentista incumple 
con la citada obligación de pago de pensión alimenticia, se 
le dará vista al ministerio público para que inicie la carpeta 
de investigación correspondiente por desobediencia y 
resistencia de particulares, y lo que resulte procedente; 
 
IV. En caso de que alguna de las partes no respete el 
régimen de convivencia aprobado por el Juez, se le 
requerirá para que cumpla de inmediato, apercibido de no 
hacerlo así, se le amonestará; 
 
V. Si por segunda ocasión la parte no cumplió con la 
determinación del Juez respecto de las convivencias; se le 
hará saber que las subsecuentes visitas se harán en el 
centro de convivencia respectivo, donde se le hará la 
entrega del o de los menores; 
 
VI. Si aun así, no se cumple con acudir al Centro de 
Convivencia, se le impondrá una multa en términos del 
artículo 89 de este ordenamiento; 
 
VII. En caso de no cumplir con los requerimientos 
anteriores, el Juez ordenará el arresto, en términos de la 
fracción IV del artículo 89 de este Código;  
 
VIII. Si agotadas las medidas de apremio antes señaladas, 
la parte que deba cumplir con el ordenamiento del Juez, 
insiste en esa conducta, el Juez dará vista al Ministerio 
Público para iniciar la carpeta de investigación por el delito 
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de resistencia y desobediencia de particulares y/o lo que 
resulte procedente; 
 
Habiendo causado ejecutoria las resoluciones, y aprobados 
los convenios transaccionales, el Juez ordenará su archivo 
definitivo, ordenando se expida copia certificada a las 
partes, exceptuando los que contengan resolutivos o 
cláusulas de ejecución inmediata.  
 
En caso de incumplimiento de los mismos, el interesado 
promoverá, vía incidental, por cuerda separada, la 
ejecución del convenio o de la resolución correspondiente 
que contendrá los siguientes requisitos: 
 
a) Los que establece el artículo 264 de esta Ley, y 
 
b) Copia certificada del convenio y el auto que lo eleva a 
categoría de cosa juzgada y resolución o convenio que se 
pretende ejecutar.  
 
Artículo 966. Levantada la constancia respectiva de la 
comparecencia o recibida la demanda y cumplidas las 
exigencias legales, el Juez de Instrucción dictará el auto de 
admisión, fijando prudencialmente una pensión provisional, 
contra la cual no se admitirá recurso alguno. Lo anterior, se 
comunicará de inmediato a la persona física o moral de quien 
perciba el ingreso el deudor alimentista, para que dicha pensión 
se deposite a la cuenta bancaria del Poder Judicial o en la 
caja de la dirección financiera, para tal efecto el Juez hará 
del conocimiento el número de cuenta correspondiente; la 
cual hará constar el juez en el acuerdo donde fije la citada 
pensión; debiendo el Fondo para el  Mejoramiento de la 
Administración de Justicia informar al juzgado cuando la 
persona física o moral incumpla, para efecto de que el juez 
requiera a la institución o persona moral en la que labore el 
deudor alimentista o en su caso, de manera directa al 
deudor alimentista.  
 
Para fijar la pensión provisional, el Juez de Instrucción podrá 
ordenar el desahogo de cualquier diligencia que considere 
necesaria. Fuera de los casos anteriores, se ordenará requerir 
al deudor alimentista sobre el pago inmediato de dicha pensión 
provisional, embargando, en su caso, bienes de su propiedad 
que garanticen su cumplimiento. 
 
… 
 
Artículo 972. El Juez de instrucción, después de contestada 
la demanda, fijará un régimen de convivencia provisional con el 
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demandante ya sea de manera libre, asistida o supervisada, 
atendiendo a las circunstancias del caso y al interés superior 
del menor involucrado, pudiendo negar dicha medida temporal 
en caso que exista un inminente riesgo a la integridad física, 
psicológica o emocional del menor. Asimismo, podrá mandar 
a realizar las valoraciones psicológicas y medicas de la 
persona menor de edad y quienes tengan derecho a ejercer 
la convivencia y así lo soliciten.  
 
La convivencia provisional cesará una vez que el Juez Oral 
pronuncie la sentencia definitiva. 
 
Artículo 985 Ter. ... 
 
I. a II. … 
 
III. … 
 
a) a b) … 
 
c) La designación de los domicilios donde habitarán los 
cónyuges, tanto durante como después de ejecutoriado el 
divorcio; 
 
d) a e) … 
 
f) DEROGADO.   
 
… 
 
… 
 
Artículo 985 Quater. Presentada la solicitud, el Juez de 
Instrucción admitirá a trámite la petición, dando vista al otro 
cónyuge y proveerá sobre las medidas precautorias y 
provisionales solicitadas o las que estime necesarias para 
salvaguardar el interés superior de los menores o incapaces.  
 
… 
 
Artículo 985  Quinquies. … 
 
De manifestar su conformidad con los términos del convenio y, 
de no haber observación alguna por el juzgador, se aprobará y 
elevará a la categoría de cosa juzgada, decretando mediante 
sentencia definitiva la disolución del vínculo matrimonial y, en 
su caso, la terminación de la sociedad conyugal. 
 
… 
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Artículo 985 Sexties. De no llegar a un acuerdo sobre la 
totalidad de los puntos del convenio o de no asistir a la 
audiencia respectiva el cónyuge citado, se decretará la 
disolución del vínculo matrimonial y, en su caso, la terminación 
de la sociedad conyugal; apercibiendo a las partes en la 
sentencia definitiva de abstenerse de ocultar, enajenar, 
dilapidar bienes y efectos patrimoniales generados durante el 
matrimonio hasta en tanto se liquide la sociedad conyugal. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 985 Septies. Hecha la solicitud y cumplidas las 
exigencias del artículo anterior, el Juez de Instrucción, citará al 
Ministerio Público a la audiencia inicial ante el Juez Oral, dentro 
de un plazo entre ocho y quince días; y la secuencia procesal 
seguirá las mismas reglas del Título Vigésimo Primero 
denominado del Procedimiento Oral, resolviéndose 
mediante sentencia interlocutoria el incidente de 
pretensiones planteado respecto de los puntos que no 
hayan sido objeto del consenso.  
 
La sentencia definitiva que decrete la disolución del vínculo 
matrimonial será irrecurrible.  
 
Artículo 986. La solicitud se presentará por escrito  al Juez de 
instrucción y reunirá los requisitos de los artículos 90, 91 y 264 
de este Código y cualquier otro requisito que el Juez de 
Instrucción considere prudente; los correspondientes al acto de 
jurisdicción voluntaria que se promueva y cualquier otro 
requisito que el Juez de Instrucción considere necesario, según 
las circunstancias del caso.  Si no se reúnen las exigencias 
previstas en el párrafo anterior, el Juez concederá al 
promovente un término de tres días para completarlas. En caso 
de que no se cumpla esa prevención, se desechará de plano su 
solicitud. 
 
Tratándose de convenios transaccionales, el Juez de 
Instrucción, dentro del término de tres días, fijará audiencia 
mandando citar a las partes interesadas del objeto de la 
transacción, para que, en presencia del Juez Oral, ratifique 
el convenio y las firmas para que proceda su homologación 
y eleve a categoría de cosa juzgada. Para el caso de no 
comparezcan las partes a la audiencia respectiva a ratificar 
el convenio, se ordenará el archivo definitivo del asunto. 
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Artículo 1005. Se tramitará en la vía civil oral el juicio que 
se promueva para ejercitar la acción hipotecaria que tiene 
por objeto la obtención del pago del crédito que la hipoteca 
garantice. Para que el juicio proceda es necesario se siga 
según las reglas del presente capítulo, y se cumpla la 
totalidad de los siguientes requisitos: 
 
I.  Que el crédito hipotecario se otorgue en los términos 
de los Artículos 3096, 3097, 3098, 3099, 3108 y demás 
relativos del Código Civil para el Estado y que sea de plazo 
cumplido, o que éste sea exigible en los términos pactados 
o bien conforme a las disposiciones aplicables;  
 
II.  El documento base de la acción tenga carácter de título 
ejecutivo; 
 
III.  El bien se encuentre inscrito a favor del demandado; y 
 
IV.  No exista embargo o gravamen en favor de tercero, 
inscrito cuando menos noventa días anteriores a la de la 
presentación de la demanda. 
 
Artículo 1006. Presentado el escrito de demanda, 
acompañado del instrumento respectivo, el juez de 
instrucción, previa calificación de que se reúnen los 
requisitos fijados por el artículo anterior, admitirá la misma 
y mandará anotar la demanda en el Registro Público de la 
Propiedad y que se corra traslado de ésta al deudor, para 
contestar la demanda y a oponer las excepciones, que no 
podrán ser otras que: 
 
I. La falta de personalidad del acreedor; 
 
II. Las fundadas en las que el demandado no haya 
firmado el documento base de la acción, su alteración o la 
de falsedad del mismo; 

 
III. Falta de representación, de poder bastante o 
facultades legales de que quien haya suscrito en 
representación del demandado el documento base de la 
acción; 

 
IV. Incumplimiento o nulidad del contrato; 

 
V. Pago o compensación; 

 
VI. Remisión o quita; 
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VII. Oferta de no cobrar o espera; 
 

VIII. Novación de contrato; 
 

IX. Litispendencia y conexidad, y 
 

X. Cosa juzgada. 
 
Las excepciones comprendidas en las fracciones de la V a 
la VIII y la indicada en la fracción X, solo se admitirán 
cuando se funden en prueba documental. Las excepciones 
señaladas en la fracción IX, solo se admitirán si se exhiben 
con la contestación las copias señaladas de la demanda y 
contestación de ésta, o de las constancias que acrediten el 
emplazamiento del juicio pendiente o conexo, o bien la 
documentación que acredite fehacientemente que se 
encuentra tramitando un procedimiento arbitral. 
 
La reconvención solo será procedente cuando se funde en 
el mismo documento base de la acción o se refiera a su 
nulidad. En cualquier otro caso se desechará de plano. 
 
Si el demandado al contestar la demanda se allanare a esta 
y solicitare el término de gracia para el pago o 
cumplimiento de lo reclamado, el Juez de Instrucción dará 
vista al actor para que, dentro de tres días manifieste lo que 
a su derecho convenga, debiendo el Juez Oral resolver en 
la audiencia inicial, de acuerdo a tales proposiciones de las 
partes. El término de gracia no podrá exceder de tres 
meses en ningún caso. 
 
Artículo 1007. La demanda se anotará al margen de la 
inscripción registral de la hipoteca en el Registro Público 
correspondiente, a cuyo efecto el actor exhibirá un tanto más de 
dicha demanda, documento base de la acción y en su caso, de 
aquellos con que justifique su representación, para que previo 
cotejo con sus originales, se certifiquen por el Fedatario, 
haciendo constar que se expiden para efectos de que la parte 
interesada anote su demanda, a quien se le entregarán para tal 
fin, debiendo hacer las gestiones en el Registro. 
 
La anotación de la demanda estará vigente desde su 
materialización en el Registro Público de la Propiedad, 
hasta la conclusión del juicio, determinada por auto o 
sentencia que haya quedado firme. 
 
Si la finca no se haya en el lugar del juicio, se librará 
exhorto al juez de la ubicación, para que ordene el registro 
de la demanda como se previene en el primer párrafo de 
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este artículo. 
 
Artículo 1008 Bis. Si en la libertad de gravamen como uno 
de los elementos por el cual se ejercita una acción 
hipotecaria se advierte que hay otros acreedores 
hipotecarios, el Juez de Instrucción mandará notificarles la 
existencia del juicio para que manifiesten lo que a su 
derecho corresponda. 
 
Artículo 1008 Ter. En la diligencia de emplazamiento se le 
requerirá al deudor del pago de lo adeudado y de no 
hacerlo se le nombrará depositario judicial, respecto a la 
finca dada en garantía hipotecaria, de sus frutos y los 
objetos que con arreglo al contrato y conforme al Código 
Civil, deban considerarse como inmovilizados y formando 
parte de la misma finca de los cuales se formará inventario 
para agregarlo a los autos, siempre que lo pida el acreedor. 
 
Para efecto del inventario el deudor queda obligado a dar 
todas las facilidades para su formación y en caso de 
desobediencia, el Juez lo compelerá por los medios de 
apremio que le autoriza la ley. 
 
El deudor que no haya aceptado la responsabilidad de 
depositario, será desalojado judicialmente y entregará 
desde luego la tenencia material al actor. 
 
Artículo 1008 Quater. Si en la diligencia que se señala en el 
párrafo anterior no se entendiere directamente con el 
deudor, éste deberá dentro de los tres días siguientes 
manifestar si acepta o no la responsabilidad de depositario, 
entendiéndose que no lo acepta si no hace esta 
manifestación y en este caso el autor podrá pedir que se le 
entregue la tenencia material de la finca. 
 
Artículo 1008 Quinquies. Si durante la conciliación, el 
demandado confesare ante el facilitador adscrito al Centro 
de Justicia Alternativa ciertas las pretensiones del actor, el 
juez oral le concederá al demandado un término de gracia 
de quince días para hacer los pagos adeudados, 
exentándolo del pago de gastos y costos que se hubieren 
originado. Si no lo hiciere, se dictará sentencia 
condenatoria en la que se determine el remate de la finca 
hipotecada por el saldo de lo adeudado por el demandado. 
 
Artículo 1008 Sexties. Para el remate, se tendrá como 
precio de la finca hipotecada, el precio que señale el avalúo 
que presente la persona que las partes hayan convenido 
para tal efecto en el momento de la constitución de la 
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hipoteca, o en su caso, de no haberse acordado se 
procederá de la forma siguiente: 
 

I. Cada parte tendrá derecho de exhibir, dentro de los cinco 
días siguientes a que sea ejecutable la sentencia, avalúo de 
la finca hipotecada, practicado por un corredor público, 
una institución de crédito o perito valuador autorizado por 
la ley, los cuales en ningún caso podrán tener el carácter 
de parte o de interesada en juicio; 
 

II. En el caso de que algunas de las partes deje omita exhibir 
el avalúo dentro del plazo señalado en la fracción anterior 
se entenderá su conformidad con el avalúo que haya 
exhibido su contraria; 

 
III. En el supuesto de que ninguna de las partes exhiba el 

avalúo dentro del plazo señalado en la fracción I de este 
artículo, cualquiera de ellas lo podrá presentar 
posteriormente, considerándose como base para el remate 
el primero en tiempo; 

 
IV. Si las dos partes exhibieren los avalúos en el plazo a que 

se refiere la fracción I de este artículo y los valores 
determinados de cada uno de ellos no coincidieren, se 
tomará como base para el remate el promedio de ambos 
avalúos, siempre y cuando no exista un treinta por ciento 
de diferencia entre el más bajo y el más alto, en cuyo caso 
el juez ordenará se practique nuevo avalúo por el corredor 
público o la institución bancaria que al efecto señale; 

 
V. La vigencia del valor que se tenga por los avalúos, será 

de seis meses para que se lleve a cabo la primera 
almoneda de remate. Si entre ésta y la subsecuente 
mediara un término mayor de seis meses, se deberán 
actualizar los valores; 

 
VI. Obtenido el valor del avalúo según el caso que 

corresponda de acuerdo a las fracciones anteriores, se 
procederá a rematar la finca en los términos del Capítulo IV 
denominado “De los remates” del Título Noveno de este 
código, y 

 
VII. La resolución que recaiga al remate solo podrá ser 

apelable en sentido devolutivo. 
 
Artículo 1008 Septies. Desde el día del emplazamiento, 
contrae el deudor la obligación de depositario judicial de la 
finca hipotecada, de sus frutos y de todos los objetos que 
con arreglo a la escritura y conforme al Código Civil, deban 
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considerarse como inmovilizados y formando parte de la 
misma finca, de los cuales se formará inventario para 
agregarlo a los autos, siempre que lo pida el acreedor. 
 
SEGUNDO: Se adicionan los párrafos segundo y tercero al 
artículo 858 del Código Civil para el Estado Libre y Soberano de 
Quintana Roo, para quedar como sigue: 
 
Artículo 858. … 
 
Una vez fijada la pensión provisional el juez requerirá a la 
acreedora alimentaria para que presente ante el fondo de 
mejoramiento para la impartición de justicia, o Institución 
bancaria, copia de su identificación oficial así como su 
comprobante de domicilio, con el objetivo que de inmediato 
se inicie el trámite ante la institución bancaria respectiva, 
debiéndosele expedir su tarjeta de débito, y así estar en 
aptitud de hacer su cobro correspondiente; de igual 
manera, en el mismo acuerdo se le hará saber al deudor 
alimentista que, a partir de su próxima consignación, ésta 
deberá de depositarse directamente ante el banco, a la 
cuenta existente para tal efecto; quedando obligado el 
citado Fondo a informar al Juez si el consignante dejó de 
realizar sus depósitos. 
 
Una vez hecho lo anterior, el Juez concluirá el expediente y 
ordenará archivarlo.  
 
TERCERO: Se reforman el párrafo segundo y tercero del 
artículo 17, la fracción XVI del artículo 45, la fracción XVIII del 
artículo 85, la fracción III del artículo 86, la fracción VI del 
artículo 86 Bis, la fracción I del artículo 86 sexties, las 
fracciones XVI y XXV del artículo 92, los artículos 110, 125 y 
125 Bis, el primer párrafo del artículo 125 Ter, el primer párrafo 
del artículo 125 Quáter, el primer párrafo y las fracciones VI al 
VIII del artículo 125 Quinquies, el primer párrafo del artículo 125 
Sexties, el primer párrafo y la fracción VI del artículo 125 
Septies, el primer párrafo del artículo 125 Octies, el artículo 125 
Nonies, el primer párrafo y las fracciones V y VI del artículo 127, 
las fracciones I y II del artículo 128 y los artículos 129 y 131; se 
adicionan el artículo 63 Bis, la fracción XIX al artículo 85, las 
fracciones XXVI y XXVII al artículo 92, la fracción II Bis al 
artículo 114, la fracción X al artículo 125 Septies, la fracción VII 
al artículo 127, la fracción III al artículo 128 y el artículo 128 Bis; 
y se derogan la fracción XII del artículo 82, todos de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, para 
quedar como sigue: 
 
Artículo 17. … 
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Las sesiones se registrarán por video y audio grabación, 
para producir fe, que permita garantizar la fidelidad e integridad 
de la información, la conservación y reproducción de su 
contenido y el acceso a los mismos a quienes de acuerdo a la 
ley tuvieren derecho a ello.  
 
El Secretario General de Acuerdos del Pleno deberá certificar el 
medio óptico o magnético en donde se encuentre registrada la 
sesión respectiva, identificar dicho medio con el número de 
registro de acta y tomar las medidas necesarias para evitar que 
pueda alterarse. 
  
Artículo 45. … 
 
I. a XV. … 
 
XVI. Proveer la tramitación y diligenciación de exhortos, 
despachos y similares, en las formas previstas por la Ley 
de la materia. 
 
XVII. a XX. … 
 
Artículo 63 Bis. Los Jueces en la oralidad Familiar, 
Mercantil, Civil y los Internos, gozan de fe pública en la 
realización de las actuaciones de su competencia, 
pudiendo certificar el contenido de los actos que realicen y 
de las resoluciones que dicten, cuando tales actos consten 
en registros informáticos, de audio, video o se transcriban 
por escrito. 
 
Artículo 82. …  
 
I. a XI. … 
 
XII. DEROGADO. 
  
XIII. a XXII. … 
 
Artículo 85. … 
 
I. a XVII. … 
 
XVIII. Presentar a los Jueces los proyectos de acuerdos 
que éstos les encomienden, dentro del plazo de cuarenta y 
ocho horas, después de recibida la promoción respectiva, 
salvo que se trate de asuntos que por su naturaleza, 
requieran atención inmediata, y 
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XIX. Las demás funciones que la ley les encomiende. 
 
Artículo 86. Son obligaciones de los Actuarios, notificadores y 
ejecutores:  
 
I. a II. … 
 
III. Elaborar y autorizar la lista de acuerdos y resoluciones 
de Tribunal, la cual se fijará en la lista electrónica, 
conservando una copia para el archivo de la autoridad que 
lo haya ordenado;  
 
IV. a VII. … 
 
Artículo 86 Bis. … 
 
I. a V. … 
 
VI. A solicitud realizada vía electrónica por los jueces, 
deberán agendar fecha, hora y sala en la que se 
desarrollarán las distintas diligencias, enviando respuesta 
por ese mismo medio, así como supervisar la 
programación de las mismas en los recintos a su cargo; 
 
VII. a XXXII. … 
 
Artículo 86 Sexties. … 
  
I. Formular los proyectos de acuerdos que le sean 
encomendados por el Juez o el secretario de acuerdos, a 
más tardar dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, salvo 
que por la naturaleza del asunto se requiera de su 
elaboración inmediata, y 
  
II ... 
 
Artículo 92. … 
 
 I. a XV. … 
 
XVI. Nombrar a los servidores públicos de los Juzgados, 
los órganos auxiliares del Consejo de la Judicatura, 
Instituto de Defensoría Pública y Centro de Justicia 
Alternativa;  así como acordar lo relativo a sus ascensos, 
licencias, remociones y renuncias;   
 
XVII. al XXIV. … 
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XXV. Substanciar y resolver por conducto de la Comisión 
designada por el Pleno, o por conducto del Juez interno, 
según el caso, los procedimientos de responsabilidad 
administrativa  e imponer las sanciones que correspondan 
a los Servidores Públicos del Poder Judicial, a excepción 
de los Magistrados y Secretario General de Acuerdos 
ambos del Tribunal Superior de Justicia, previa garantía de 
audiencia y defensa, acorde a las formalidades del 
procedimiento previsto en esta ley; 
 
XXVI. Resolver los recursos de reconsideración 
interpuestos en contra de las resoluciones dictadas por el 
Juez Interno, y 
 
XXVII. Las demás que se señalen en el o los reglamentos 
para hacer efectivas las contenidas en la Constitución del 
Estado y en esta Ley. 
 
Artículo 110. El Consejo de la Judicatura o su Presidente, 
podrá ordenar la celebración de auditorías especiales que 
comprendan determinado período de tiempo y/o expedientes, 
así como visitas extraordinarias de inspección o la integración 
de comités de investigación, siempre que a su juicio existan 
elementos que hagan presumir irregularidades cometidas por 
algunos de los integrantes del Poder Judicial sujetos a 
supervisión. 
 
Artículo 114. … 
 
... 
 
I. ... 
 
II. ... 
 
a) a f). … 
 
II Bis. Tratándose del magistrado consejero cuando éste se 
haya desempeñado durante una parte o la totalidad del 
periodo de su encargo, conforme a las funciones de 
administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial, se 
recabará la siguiente documentación, sin perjuicio de la 
relativa a la fracción II en caso de haber integrado Sala: 
 
a) El número total de sesiones ordinarias y extraordinarias 
del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, 
en las que haya participado el magistrado Consejero; 
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b) El número de acuerdos generales aprobados por el 
Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de 
Quintana Roo; 
 
c) La relación de las tareas encomendadas al magistrado 
Consejero, por el Consejo de la Judicatura del Poder 
Judicial del Estado de Quintana Roo; 
 
d) Identificación de las comisiones integradas o 
presididas, así como el número de dictámenes emitidos o 
procedimientos sustanciados; 
 
e) El número total de dictámenes emitidos en la Visitaduría 
Judicial, así como en los procesos de Permanencia o 
Ratificación Judicial, y 
 
f) La información relativa al total de recursos de 
reconsideración resueltos por la Comisión respectiva. 
 
III. a V. … 
 
Artículo 125. Son causas de responsabilidad para todos los 
servidores públicos del Poder Judicial del Estado: 
 
I. Realizar conductas que atenten contra la 
independencia de la función judicial, tales como aceptar o 
ejercer consignas, presiones, encargos o comisiones, o 
cualquier acción que genere o implique subordinación 
respecto de alguna persona, del mismo u otro poder; 
 
II. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones del orden 
jurisdiccional que competan a otros órganos del Poder 
Judicial del Estado; 
 
III. Tener una notoria ineptitud o descuido en el 
desempeño de las funciones o labores que deban realizar; 
 
IV. El abandono o el retraso en la tramitación y resolución 
de los asuntos  que sean de su conocimiento; 
 
V. Delegar o tolerar que otras personas desempeñen las 
funciones que les son propias; 
 
VI. Impedir en los procedimientos judiciales que las 
partes ejerzan los derechos que legalmente les 
correspondan en los procedimientos; 
 
VII. Conocer de algún asunto o participar en algún acto 
para el cual se encuentren impedidos, en términos de la ley 
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de la materia, la de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado y esta Ley; 
 
VIII. Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones 
infringiendo las disposiciones generales correspondientes; 
 
IX. No poner en conocimiento del Consejo de la 
Judicatura del Estado cualquier acto tendiente a vulnerar la 
independencia de la función judicial; 
 
X. No preservar la dignidad, imparcialidad y 
profesionalismo propios de la función judicial en el 
desempeño de sus labores; 

 
XI. Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre 
un asunto de su conocimiento;  
 
XII. Externar opinión fuera de procedimiento respecto de 
algún asunto de su competencia o de algún compañero de 
trabajo; 
 
XIII. Faltar sin causa justificada a sus labores, o abandonar 
la residencia del Distrito Judicial al que  esté adscrito, o 
dejar de desempeñar las funciones o las labores que tenga 
a su cargo; 
 
XIV. Incumplir con las obligaciones previstas en el artículo 
47 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado, siempre que no fueren contrarias a la 
naturaleza de la función que desempeñan; 
 
XV. Incumplir las disposiciones constitucionales y legales 
en materia de propaganda y de informes de labores o de 
gestión; 
 
XVI. Incumplir con las obligaciones propias de su cargo o 
comisión;  

 
XVII. Incumplir los acuerdos generales que emita el Pleno 
del Tribunal Superior, o el Consejo de la Judicatura según 
sea el caso, y que sean aplicables a su cargo o comisión; 
 
XVIII. Tratar con desatención o falta de respeto al público, 
compañeros de trabajo o subordinados; 
 
XIX. Comportarse públicamente en demérito del respeto a 
la imagen que se debe al cargo; 
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XX. Autorizar la salida o llevar fuera del Juzgado 
expedientes o documentos de las oficinas, sin causa 
justificada, fuera de los casos previstos por la ley o por 
acuerdo del Pleno del Tribunal o del Consejo; 
 
XXI. No tener el libro de gobierno actualizado en el sistema 
electrónico destinado para tal fin; 
 
XXII. No remitir dentro del término de tres días todos los 
bienes asegurados que se le hayan puesto a su 
disposición, al fondo de mejoramiento de la administración 
de justicia del Estado; 
 
XXIII. No remitir dentro del término de Ley los bienes 
decomisados al fondo de mejoramiento de la 
administración de justicia del Estado; 
 
XXIV. No llevar los registros electrónicos que para el 
desempeño de sus funciones haya designado el Pleno del 
Tribunal o el Consejo de la Judicatura en su caso; 
 
XXV. Revelar información clasificada como confidencial de 
acuerdo a las leyes que normen su desempeño, con motivo 
del trámite de mediación,  conciliación, asesoría jurídica o 
defensa pública;  
 
XXVI. Despachar tardíamente los oficios; retardar las 
diligencias que se les encomienden o negarse a 
practicarlas; 
 
XXVII. Retardar el turno de las promociones a los 
juzgados correspondientes; 
 
XXVIII. Consumir alimentos o realizar compras o ventas en 
el interior del recinto de la sala, juzgado u oficina en el 
horario de trabajo; 
 
XXIX. No concurrir en las horas reglamentarias al 
desempeño de sus labores, y no asistir puntualmente a la 
celebración de ceremonias o actos oficiales del poder 
judicial o cursos de capacitación, conferencias o reuniones 
de trabajo; 
 
XXX. Incumplir las instrucciones de sus superiores 
jerárquicos relacionadas con las funciones del juzgado, 
tribunal o área administrativa correspondiente; 

 
XXXI. Tratar con descortesía a los litigantes, abogados 
patronos y al público; 
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XXXII. No mostrar los expedientes a las partes, o a las 
personas autorizadas cuando lo soliciten, siendo los 
encargados de hacerlo, y 
 
XXXIII. Contravenir alguna disposición prevista por esta 
Ley. 
   
Artículo 125 Bis. Son causas de responsabilidad de los 
Jueces, con independencia de lo establecido en el artículo 
125 de esta ley, las acciones u omisiones los siguientes:  
 
I. Ausentarse de las labores de trabajo a menos que por 
acuerdo del Consejo se le otorgue permiso; 

 
II. No presidir las audiencias de pruebas, las juntas de 
peritos u otras diligencias en las que la ley determine su 
intervención; 
 
III. Rehusarse a conocer injustificadamente los asuntos 
sometidos a su consideración, cuando sean competentes; 
 
IV. Rehusarse a diligenciar sin causa justificada los 
exhortos, despachos o cualquier otro similar, que sean de 
su competencia y conocimiento; 
 
V. Señalar la celebración de vistas o audiencias, fuera de 
los plazos establecidos por la ley; 
 
VI. No dictar dentro de los términos señalados por la ley, 
las resoluciones que provean legalmente las promociones 
de las partes, o las sentencias definitivas o interlocutorias 
en los negocios de su conocimiento; 
 
VII. No turnar dentro de las veinticuatro horas siguientes 
al secretario de estudio y cuenta del juzgado, los 
expedientes o las causas penales cuando ya se haya 
realizado la citación a sentencia o vista pública; 
 
VIII. Actuar en los negocios e que estuvieren impedidos 
por las causas previstas en los ordenamientos legales; 
 
IX. Decretar providencias provisionales notoriamente 
improcedentes o fuera de los casos previstos por la ley; 
 
X. Revocar sus propios autos cuando la Ley no lo 
prevea, y  
 
XI. Contravenir alguna disposición prevista por esta Ley; 
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Artículo 125 Ter. Son causas de responsabilidad del 
Secretario General de Acuerdos de los Jueces, con 
independencia de lo establecido en el artículo 125 de esta 
ley, las acciones u omisiones los siguientes: 
  
I. a VII.  … 
 
Artículo 125 Quáter. Son causas de responsabilidad de los 
Secretarios de Acuerdos de las Salas, con independencia 
de lo establecido en el artículo 125 de esta ley, las acciones 
u omisiones los siguientes:  
  
I. a VII.  … 
 
Artículo 125 Quinquies. Son causas de responsabilidad de 
los Secretarios de Acuerdos de los Juzgados, con 
independencia de lo establecido en el artículo 125 de esta 
ley, las acciones u omisiones los siguientes:  
 
I. a V.  … 
 
VI. Utilizar los equipos de cómputo para cualquier otra 
actividad que no sea propia de su función; 
 
VII. Contravenir alguna disposición prevista por esta ley en 
lo que sea aplicable a su función; 
  
VIII. No realizar en términos de ley, los proyectos de 
acuerdos que le ordene el Juez, y 
 
IX. … 
  
Artículo 125 Sexties. Son causas de responsabilidad de los 
Secretarios de Estudio y Cuenta de las Salas y Juzgados, 
con independencia de lo establecido en el artículo 125 de 
esta ley, las acciones u omisiones los siguientes:  
 
I. a VI. … 
 
Artículo 125 Septies. Son causas de responsabilidad de los 
Actuarios,  Ejecutores y Notificadores, con independencia 
de lo establecido en el artículo 125 de esta ley, las acciones 
u omisiones los siguientes:  
 
I. a la V. … 

 
VI. No publicar la lista de estrados electrónica dentro del 
término que marca la Ley; 
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VIII. a la VIII. … 

  
IX. Negarse a realizar las notificaciones que procedan 
dentro del término de ley, o cuando las partes concurran al 
juzgado, y  
  
X. No notificar vía correo electrónico en los términos 
señalados por la ley,  cuando haya sido solicitado por las 
partes. 
 
Artículo 125 Octies. Son causas de responsabilidad del 
personal especializado del Centro de Justicia Alternativa, 
con independencia de lo establecido en el artículo 125 de 
esta ley, las acciones u omisiones los siguientes:  
 
I. a VII. … 
 
Artículo 125 Nonies. Son causas de responsabilidad de los 
defensores  públicos y asistentes jurídicos del Instituto de 
Defensoría Pública, con independencia de lo establecido en 
el artículo 125 de esta ley, las acciones u omisiones los 
siguientes:  
 
I. Inmiscuirse indebidamente en cuestiones que 
competan a otros órganos del Poder Judicial del Estado, o 
actuar indebidamente cuando se encuentren impedidos por 
alguna de las causales previstas por la Ley de Defensoría 
Pública, las leyes de la materia que se trate y esta Ley; 
 
II. Descuidar y abandonar injustificadamente el 
desempeño de las funciones o labores que deban realizar 
en virtud de su encargo; 
 
III. No poner en conocimiento del Director o Coordinador 
General de Zona, y éste al Director, de cualquier acto 
tendiente a vulnerar la independencia o autonomía de sus 
funciones; 
 
IV. No preservar la dignidad, ética y profesionalismo 
propios del ejercicio de sus atribuciones; 

 
V. Negarse injustificadamente a ejercer la defensa de los 
indiciados, imputados, acusados o sentenciados, a pesar 
de la designación del cargo hecha a su favor, por el 
Ministerio Público del Estado o por el Órgano jurisdiccional 
correspondiente;  
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VI. No mostrar los expedientes a las partes, o a las 
personas autorizadas cuando lo soliciten, siendo los 
encargados de hacerlo;  
 
VII. Aceptar dádivas o cualquier remuneración por los 
servicios que prestan a sus defendidos o asistidos, o 
solicitar a éstos o a las personas que por ellos se interesan 
dinero o cualquier otra retribución para cumplir con las 
funciones que gratuitamente deban ejercer;  
 
VIII. Demorar sin causa justificada la atención de los 
asuntos a su cargo; 
 
IX. No interponer en tiempo y forma los recursos legales 
que procedan dentro de los asuntos a su cargo; desatender 
el trámite en éstos o abandonarlos en perjuicio de su 
representado;  
 
X. Desempeñarse negligentemente provocando se 
generen violaciones al procedimiento que afecten la 
garantía suprema de libertad y seguridad respectivas; 
 
XI. Dejar de cumplir con cualquiera de las obligaciones 
que les estén señaladas por las leyes, reglamentos o por 
sus superiores, y 
 
XII. No excusarse de conocer de un asunto cuando 
estuviera obligado a hacerlo de conformidad con esta Ley y 
demás disposiciones legales aplicables. 

 
Artículo 126. Las causas de  responsabilidad administrativa 
serán valoradas y, en su caso, sancionadas de conformidad a la 
presente Ley y a la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos del Estado, con cualquiera de los siguientes medios: 
  
I.  al V. … 
  
… 

 
Artículo 127. Pueden denunciar la comisión de las causas 
de responsabilidad administrativa: 
  
I. a IV. … 
  
V. El titular de la Contraloría Interna;  
  
VI. Los Visitadores, previa acta levantada con motivo de las 
visitas practicadas a los juzgados, o por hechos que se 



Sesión 7 del 06  de  julio  de 2015                        Diario de los Debates 52 
 

 

desprendan del ejercicio de la función de los servidores 
públicos; y 
  
VII. Cualquier ciudadano que tenga conocimiento de su 
comisión. 
 
Artículo 128. … 
  
I. El Tribunal Pleno, respecto de las causas de 
responsabilidad en que incurran los Magistrados y el 
Secretario General de Acuerdos del propio Tribunal Pleno; 
 
II. El Consejo de la Judicatura, respecto de las causas de 
responsabilidades administrativas en que incurran sus 
integrantes,  así como por los Jueces Internos, y  
 
III. El Juez Interno dependiente del Consejo de la 
Judicatura, respecto del resto de los servidores públicos 
del Poder Judicial, en los casos no comprendidos en las 
fracciones anteriores.  

 
Artículo 128 Bis. En la sustanciación del procedimiento de 
responsabilidad administrativa se deberá estar a lo más 
favorable para la persona que esté sujeta a dicho 
procedimiento y se presumirá la inocencia del Servidor 
Público. 
  
En todo caso, se respetará la garantía de audiencia al 
Servidor Público denunciado. 

 
Artículo 129. El procedimiento para la imposición de las 
sanciones a que se refiere el artículo 128 de esta ley, se 
sujetará a las siguientes reglas: 
  
I. La denuncia se presentará por escrito, ante el Consejo 
de la Judicatura o el Juez Interno del Poder Judicial, 
quienes para efectos de este procedimiento serán 
considerados la autoridad que conozca del procedimiento 
sancionador. La demanda se presentará dentro del término 
de quince días hábiles, contados a partir del día siguiente 
en que el denunciante haya tenido conocimiento de la 
causa de responsabilidad administrativa. 
 
La demanda deberá contener: nombre del presunto 
infractor, señalando su puesto y adscripción, nombre y 
domicilio del denunciante, descripción de los hechos y, 
medios de prueba que estime conveniente ofrecer y que 
tengan relación con los hechos; así como los medios de 
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prueba que no pueda obtener para que a través del Juez 
Interno sean solicitados;  
 
II. Las quejas o denuncias que se formulen deberán estar 
apoyadas en elementos probatorios suficientes para 
establecer la posible existencia de la infracción y presumir 
la responsabilidad del Servidor Público denunciado. 
 
Si falta alguno de los requisitos anteriores, la denuncia será 
desechada de plano y se mandara archivar como asunto 
totalmente concluido. 
 
Toda queja o denuncia por responsabilidad administrativa, 
será improcedente cuando el motivo de la denuncia se 
haga consistir en criterios contenidos en resoluciones de 
naturaleza estrictamente jurisdiccional. 
 
Con independencia de que la queja se admita a trámite o 
no, la autoridad que conozca del procedimiento 
sancionador, podrá  dictar las providencias oportunas para 
la corrección inmediata del motivo de la queja, y si de la 
propia queja se desprende la realización de una conducta 
que pudiera dar lugar a responsabilidad, dará cuenta al 
Pleno del órgano que corresponda, para que proceda en los 
términos previstos en este, sin perjuicio de que, en 
cualquier momento, se acuerde la suspensión temporal sin 
goce de sueldo en el ejercicio de sus funciones del 
probable infractor; 
 
III. Presentada la denuncia, se ordenará emplazar al 
presunto infractor corriéndole traslado con copia de la 
misma y de los documentos acompañados, a fin de que, en 
un plazo de cinco días hábiles, ocurra a producir su 
contestación por escrito, debiendo ofrecer pruebas al 
momento de rendir su contestación señalando los puntos 
sobre los que versen las mismas, precluyendo su derecho 
para realizarlo en otro acto; 
 
IV. En el escrito de contestación el presunto infractor 
deberá referirse a cada uno de los hechos aducidos por el 
denunciante, confesándolos o negándolos y expresando 
los que ignore por no ser propios, o refiriéndolos como a 
su derecho convenga, así mismo ofrecerá los medios 
probatorios que considere y que guarden relación con los 
hechos denunciados, así como los medios de prueba que 
no pueda obtener para que a través de la autoridad que 
conozca del procedimiento sancionador sean solicitados; 
Además el presunto infractor deberá señalar para oír y 
recibir notificaciones, dirección de correo electrónico 
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institucional; de no hacerlo así, las notificaciones, aun las 
de carácter personal se le harán por lista electrónica de la 
autoridad que conozca del procedimiento; 
 
V. La autoridad que conozca del procedimiento 
sancionador podrá recabar de oficio las pruebas 
conducentes una vez admitida la queja o denuncia y hasta 
antes de la audiencia de juicio. Las partes sólo podrán 
ofrecer las pruebas supervinientes fuera de este plazo;  
 
VI. Contestada la denuncia o transcurrido el plazo para 
hacerlo, se fijará fecha y hora para la audiencia de 
desahogo de pruebas, la cual  deberá realizarse dentro de 
los diez días hábiles posteriores a la contestación de 
denuncia.  
 
Tratándose de testigos que sean funcionarios públicos del 
Poder Judicial o de otras dependencias, la autoridad que 
conozca del procedimiento sancionador ordenará su 
notificación de manera oficiosa. 
  
Cuando se trate de testigos que no sean funcionarios 
públicos, deberán de ser presentados por el oferente el día 
de la audiencia y en caso de que no comparezcan se 
declarará desierta la prueba. Salvo que se justifique la 
imposibilidad de su presentación, en cuyo supuesto 
aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior. 
 
En el caso de documentos, la autoridad que conozca del 
procedimiento sancionador de oficio o a petición de parte 
siempre que justifique que no pueda recabarlas, solicitará a 
las autoridades la presentación de ellos. 
  
Las partes oferentes, de la prueba pericial deberán 
presentar a sus propios peritos el día de la audiencia donde 
protestarán el cargo, exhibiendo su respectivo dictamen 
con tres días de anticipación con los anexos acrediten sus 
conocimientos técnicos, a fin de que la parte contraria 
conozca el peritaje rendido, para que el día de la audiencia 
pueda cuestionar el dictamen exhibido. En caso de no 
presentar el dictamen el perito dentro del término indicado 
no podrá comparecer, y se declarará desierta la prueba; de 
igual manera se procederá en los mismos términos ante la 
incomparecencia del perito el día de la audiencia. 
 
Para el caso de la citación se podrán utilizar las siguientes 
medidas de apremio: multa de diez hasta ciento veinte días 
de salario mínimo vigente en la entidad en la época que 
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acontecieron los hechos; el auxilio de la fuerza pública o 
arresto hasta por treinta y seis horas. 
 
Los medios de pruebas ofrecidos se admitirán o 
desecharán por la autoridad que conozca del 
procedimiento sancionador, atendiendo a su pertinencia e 
idoneidad. 
 
VII. La audiencia será pública y presidida por la autoridad 
que conozca del procedimiento sancionador, y se 
desarrollará oralmente en lo relativo a toda intervención de 
quienes participen en ellas. Quienes declaren serán 
instruidos de sus obligaciones y de las responsabilidades 
por su incumplimiento y se les tomará protesta de decir 
verdad. 
  
La audiencia se llevará a cabo con la asistencia del 
denunciante o en su defecto, si la denuncia la hace algún 
miembro del Consejo, será el Visitador nombrado por el 
consejo quien deberá estar presente en dicha audiencia; al 
inicio de la Audiencia, la autoridad que conozca del 
procedimiento sancionador hará constar oralmente en los 
registros respectivos, la fecha, hora, lugar, y las personas 
que intervienen en la diligencia, verificando la identidad de 
los mismos, haciéndole saber a las partes, comparecientes 
y público asistente; el orden, decoro y respeto que deberán 
observar. 
 
En caso de no presentarse el presunto infractor la 
autoridad que conozca del procedimiento sancionador hará 
uso de los medios de apremio para lograr su 
comparecencia. 
 
Si el denunciante no comparece después de haber sido 
citado dos veces para la audiencia, se le tendrá por 
desistido de la denuncia y se ordenará el archivo definitivo 
del asunto; 
 
VIII. Si la autoridad denunciada se presentara después de 
iniciada la audiencia, podrá incorporarse, haciéndose 
constar oralmente el momento de su incorporación, sin 
embargo, tendrá por precluído el derecho para hacer valer 
las manifestaciones y demás actos referentes a las 
actuaciones ya celebradas; 
 
IX. La autoridad que conozca del procedimiento 
sancionador, referirá oralmente un extracto de los puntos 
sobre los que versa la denuncia y la contestación. A 
continuación se desahogarán las pruebas ofrecidas, 
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primero las de la parte denunciante y posteriormente del 
presunto infractor;  
 
X. Una vez desahogadas las pruebas ofrecidas por las 
partes, así como aquellas que de oficio haya determinado 
realizar la autoridad que conozca del procedimiento 
sancionador, se escucharán los alegatos que serán 
emitidos de forma oral, primero del denunciante y 
posteriormente del presunto infractor; 
 
XI. La autoridad que conozca del procedimiento 
sancionador determinará el inicio y la conclusión de cada 
una de las etapas de la audiencia, precluyendo los 
derechos procesales que debieron ejercitarse en las 
anteriores; 
 
XII. Enseguida, se dictará resolución administrativa, 
fundada y motivada en el acto si fuera posible; en caso 
contrario, se citará a las partes para dictarla dentro del 
término de diez días posteriores a la audiencia. Si la 
resolución dictada por la autoridad que conozca del 
procedimiento sancionador tiene como consecuencia 
alguna de las sanciones previstas para este procedimiento, 
la misma autoridad dará cuenta al Pleno del Consejo de la 
Judicatura para que aplique la sanción impuesta, 
ordenando la anotación respectiva en su expediente;  
 
XIII. La resolución de no responsabilidad administrativa, 
deberá ser publicada en la página oficial del Poder Judicial 
del Estado, y en su caso, se sujetará al denunciante a las 
responsabilidades civiles y penales correspondientes; 
 
XIV.  Las audiencias se registraran por videograbación, 
audio grabación o cualquier medio idóneo, a juicio de la 
autoridad que conozca del procedimiento sancionador, 
para producir fe, que permita garantizar la fidelidad e 
integridad de la información, la conservación y 
reproducción de su contenido, y el acceso a los mismos a 
quienes de acuerdo a la Ley tuvieren derecho a ello; 
 
XV. Para la aplicación de las sanciones, se tomará en 
cuenta la gravedad de la falta cometida, la incidencia o 
reincidencia de la misma y la conducta anterior del servidor 
público. 
 
La autoridad que conozca del procedimiento sancionador 
substanciará el procedimiento y emitirá la resolución que 
corresponda, salvo lo previsto en el Título Octavo de la 
Constitución del Estado o los casos previstos en esta Ley 
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como competencia del Tribunal Pleno o del Pleno del 
Consejo de la Judicatura. 
 
Artículo 131. En contra de las determinaciones que 
impongan una sanción dictada por el Juez Interno procede 
el recurso de reconsideración ante  el Consejo de la 
Judicatura en efecto suspensivo. En el caso de las 
determinaciones de la Comisión de Magistrados o del 
Consejo de la Judicatura que impongan una sanción, serán 
inatacables. 
  
Del recurso interpuesto contra la determinación del Juez 
interno, conocerá y resolverá colegiadamente una comisión 
integrada por tres consejeros del Consejo de la Judicatura, 
sin que pueda formar parte de la misma el presidente del 
Tribunal y del Consejo. 
 
El recurso se substanciará en los términos siguientes: 
 
I. Deberá interponerse ante el Juez Interno, dentro de los 
cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la 
resolución;  
 
II. Dentro de los tres días siguientes a la interposición, el 
Juez Interno remitirá los autos originales al Consejo de la 
Judicatura, junto con el escrito del recurso de 
reconsideración y un informe que emita respecto de la 
procedencia o improcedencia del recurso;  
 
III. Recibidos los autos por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura, éste designará los Consejeros que integrarán la 
Comisión resolutoria del caso concreto; de la cual 
formarán parte el Magistrado y Juez Consejeros; 
 
IV. Integrada la Comisión, sus miembros designarán al 
Presidente y Secretario Ejecutivo; y se pronunciará 
respecto de la admisión del recurso; 
 
V. Admitido el recurso, la Comisión citará a las partes a 
una audiencia oral dentro de los diez días siguientes, para 
el efecto de que el o los recurrentes expresen los motivos y 
fundamentos de la impugnación; 
 
VI. La audiencia se llevará a cabo con la asistencia de las 
partes, y a su inicio la Comisión hará constar oralmente en 
los registros respectivos, la fecha, hora, lugar, y las 
personas que intervienen en la diligencia, verificando la 
identidad de los mismos, haciéndole saber a las partes, 
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comparecientes y público asistente, el orden, decoro y 
respeto que deberán observar. 

 
Si no comparece el recurrente a la audiencia, se le tendrá 
por desistido del recurso; 
 
VII. Escuchados los motivos y fundamentos de la 
impugnación, así como a la contraparte, se declarará  
cerrado el debate; la Comisión pronunciará su decisión de 
inmediato o, si no fuere posible, dentro de un plazo de diez 
días siguientes a la celebración de la audiencia, en la que 
dará a conocer a los intervinientes de la misma. 
 
Cuando un recurso se interponga sin fundamento, carezca 
de las formalidades necesarias o bien sea notoriamente 
frívola e improcedente y así se declare, se impondrá al 
denunciante, a su abogado, o a ambos una multa de diez a 
ciento veinte días de salario mínimo vigente en el Estado de 
Quintana Roo al momento de interponerse dicho recurso, 
misma que se hará efectiva a través del Fondo para el 
Mejoramiento en la Administración e Impartición de Justicia 
en el Estado. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se 
opongan a las contenidas en el presente Decreto. 
 

Chetumal, Quintana Roo, a  de 2 de julio de 2015. 
 

LA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN 
DE JUSTICIA  

 
 

DIPUTADA BERENICE PENÉLOPE 
POLANCO CORDOVA. 

EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE 
HACIENDA, PRESUESTO Y CUENTA 

 
 

DIPUTADO JUAN LUIS CARRILLO 
SOBERANIS 

 
 
SECRETARIA:  Es cuanto, Diputado Presidente. 
 
PRESIDENTE:  Diputada Secretaria, sírvase turnar la iniciativa presentada a la 

Comisión de Justicia para su estudio, análisis y posterior 
dictamen, y sírvase continuar con el siguiente punto del orden 
del día. 
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SECRETARIA:  El siguiente punto del orden del día es la lectura de la Iniciativa 
de Decreto por el que se reforman los artículos 45 y 46 y las 
fracciones I y II del artículo 62 del Código Penal; se adiciona un 
párrafo segundo al artículo 67 y se deroga el artículo 166 del  
Código de Procedimientos Penales, ambos ordenamientos 
vigentes para el Estado  Libre y Soberano de Quintana Roo, 
presentada por los Diputados Berenice Penélope Polanco 
Córdova, Presidenta de la Comisión de Justicia y Juan Luis 
Carrillo Soberanis, Presidente de la Comisión de Hacienda, 
Presupuesto y Cuenta. 

 
 (Lee Iniciativa) 
 

HONORABLE XIV LEGISLATURA CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA 
ROO. 
P R E S E N T E. 
 
Los suscritos, Diputada Berenice Penélope Polanco Córdova, 
Presidenta de la Comisión de Justicia y Diputado Juan Luis 
Carrillo Soberanis, Presidente de la Comisión de Hacienda, 
Presupuesto y Cuenta, ambos de la XIV Legislatura del Estado 
Libre y Soberano de Quintana Roo, en ejercicio de la facultad 
que nos confiere el artículo 68 fracción II de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo y en 
términos de los artículos 106, 107 y 108 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo, así como el artículo 36 fracción II del 
Reglamento para el Gobierno Interior de la Legislatura, ambos 
del Estado de Quintana Roo, nos permitimos presentar a esta 
Soberanía Popular, la Iniciativa de decreto por el que se 
reforman los artículos 45 y 46 y las fracciones I y II del 
artículo 62 del Código Penal; se adiciona un párrafo 
segundo al artículo 67 y se deroga el artículo 166 del 
Código de Procedimientos Penales, ambos ordenamientos 
vigentes para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, 
sustentándola en la siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La continua evolución de nuestra sociedad, hace necesaria la 
transformación de nuestro orden jurídico, a efecto de que se 
ajuste a los nuevos requerimientos que proporcionen la efectiva 
tutela del Estado, respecto de los gobernados, a fin de regular 
adecuadamente los actos en el contexto social, cultural y 
económico; ello, con el objeto de brindar a los quintanarroenses 
la certidumbre necesaria en el actuar y desempeño de sus 
órganos jurisdiccionales.  
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En ese sentido, quienes suscribimos la presente iniciativa, 
consideramos necesario reformar los artículos 45 y 46 del 
Código Penal, en cuanto hace a la pena accesoria denominada 
decomiso, en virtud de la naturaleza propia de esta figura 
instaurada en el artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
Lo anterior, considerando que el decomiso consiste en la 
privación con carácter definitivo de bienes por decisión de una 
autoridad judicial. El decomiso en materia penal, es 
considerado como una pena accesoria a la principal respecto 
de bienes objeto, producto o instrumento del delito y que puede 
tener efectos diversos tales como la destrucción de los bienes 
decomisados o la aplicación de estos en favor del Estado.  
 
En ese sentido, el decomiso se reduce a los bienes que 
guardan relación con la conducta que se castiga, o sea, los que 
han sido utilizados como instrumento para la comisión de un 
delito, los que han resultado como fruto de tales ilícitos o bien, 
los que por sus características, representan un peligro para la 
sociedad. 1 
 
Bajo esas premisas los artículos 74, 75, 76 y 77 de la Ley de 
Administración de Bienes Asegurados, Abandonados y 
Decomisados del Estado de Quintana Roo, estipulan que la 
autoridad judicial mediante sentencia en el proceso penal 
correspondiente, podrá decretar el decomiso de bienes, con 
excepción de los que hayan causado abandono en los términos 
de la propia ley o respecto de aquellos sobre los cuales se haya 
resuelto la declaratoria de extinción de dominio.  
 
De esa misma manera, los numerales mencionados contemplan 
que el numerario decomisado y los recursos que se obtengan 
por la enajenación de los bienes decomisados, una vez 
satisfecha la reparación del daño a la víctima, serán distribuidos 
en partes iguales entre el Poder Judicial, la Procuraduría y el 
Fondo previsto en la Ley de Víctimas del Estado de Quintana 
Roo, estipulándose que aquellos bienes distintos al numerario 
puedan ser enajenados en subasta pública de conformidad con 
las disposiciones legales aplicables o podrán ser destruidos. 

                                                           
1 Época: Novena Época. Registro: 200122. Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Mayo de 1996, Materia(s): 
Constitucional, Penal, Administrativa, Tesis: P. LXXIV/96. CONFISCACION Y DECOMISO. SUS 
DIFERENCIAS BASICAS. 

 

 



Sesión 7 del 06  de  julio  de 2015                        Diario de los Debates 61 
 

 

 
Ahora bien, los artículos 45 y  46 del código penal vigente, 
establecen de forma literal lo siguiente: 
 
Artículo 45.- El destino de los instrumentos o cosas 
decomisadas se determinará por la autoridad competente, al 
pago de la reparación del daño o en defecto de éste, para 
beneficio de la administración de justicia según su entidad. 
Si se tratare de sustancias nocivas o peligrosas, dicha autoridad 
podrá disponer, aún antes de declararse su decomiso por 
sentencia ejecutoria, las medidas de precaución que 
correspondan, incluida su destrucción, si fuere indispensable. 
 
Artículo 46.- Los objetos o valores que se encuentren a 
disposición de la autoridad judicial que hayan sido 
decomisados y que no sean recogidos por quien tenga 
derecho a ello, en un lapso de noventa días naturales, 
contados a partir de la notificación al interesado, se enajenarán 
en subasta pública y el producto de la venta se aplicará al 
mejoramiento de la administración de justicia, previas las 
deducciones de los gastos ocasionados. 
 
En el caso de bienes que se encuentren a disposición de la 
autoridad, que no se deban destruir y que no se puedan 
conservar o sean de costoso mantenimiento, se procederá a su 
venta inmediata en subasta pública y el producto se dejará 
a disposición de quien tenga derecho al mismo por el lapso 
de seis meses, a partir de la notificación que se le haga. 
Transcurrido ese término sin que haya reclamación, se 
aplicará dicho producto al mejoramiento de la 
Administración de Justicia. 
 
De lo anterior se puede observar que la actual redacción del 
artículo 45, contempla que el destino de los instrumentos o 
cosas decomisadas se podrán aplicar en beneficio de la 
administración de justicia, cuando de lo estipulado en la Ley de 
Administración de Bienes Asegurados, Abandonados y 
Decomisados del Estado de Quintana Roo, se establece que el 
destino de éstos, una vez satisfecha la reparación del daño a la 
víctima, será repartido en partes iguales tanto para el Poder 
Judicial, la Procuraduría y el Fondo previsto en la Ley de 
Víctimas del Estado de Quintana Roo, por lo que se propone, 
en concordancia a lo estipulado en dicha ley, proponemos su 
armonización. 
 
Ahora bien, de lo establecido en el artículo 46 del Código Penal 
de nuestro Estado se puede observar que se permite la 
devolución de bienes que hayan sido decomisados mediante un 
procedimiento previo, sin embargo, como ya se mencionó los 
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bienes que han sido decomisados como consecuencia de la 
comisión de un delito, no pueden ser reclamables, puesto que 
el destino que deberá dárseles es ser destruidos o bien, pasar a 
ser aplicados en favor del Estado.  
 
Aunado a que, de un estudio comparativo realizado a las 
codificaciones penales de otras Entidades Federativas, se 
contempla que los objetos reclamables por quien tenga derecho 
a ello, serán aquellos que no hayan sido decomisados y se 
hallen a disposición de las autoridades investigadoras o 
judiciales del orden penal, concatenado a que el artículo 63 
fracción II de la Ley de Administración de Bienes Asegurados, 
Abandonados y Decomisados del Estado, establece que la 
devolución de bienes asegurados, procede cuando el Órgano 
Jurisdiccional levante el aseguramiento o no decrete el 
decomiso, de conformidad con las disposiciones aplicables, por 
lo que se entiende, que la devolución únicamente recae sobre 
aquellos bienes que no hayan sido decomisados como pena 
accesoria impuesta por la comisión de un delito. 
 
Asimismo, en concordancia con lo establecido en el artículo 64 
de la Ley de Bienes Asegurados ya referida, el término para 
reclamar dichos bienes es de diez días siguientes a la 
notificación de la resolución de la autoridad judicial o ministerial, 
al interesado o al representante legal, bajo apercibimiento de no 
hacerlo, los bienes causarán abandono. 
 
En ese contexto, proponemos adecuar el actual texto vigente a 
efecto de contemplar la posibilidad de reclamación de aquellos 
bienes que no hayan sido decomisados y se encuentren a 
disposición de la autoridad investigadora o judicial en un 
término de diez días siguientes a la notificación de la resolución 
de la autoridad judicial o investigadora, bajo apercibimiento de 
que en caso de no ser reclamados, causarán abandono de 
conformidad con la Ley de Bienes Asegurados del Estado, ya 
mencionada. 
 
En concordancia a ello, se armonizará la parte conducente al 
destino de los bienes que sean sometidos a subasta pública, 
tanto de los bienes que hayan sido decomisados o los que 
causen abandono, de acuerdo a lo establecido en la propia Ley 
de Administración de Bienes Asegurados, Abandonados y 
Decomisados del Estado de Quintana Roo. 
 
La anterior reforma obedece a la armonización de las penas 
que se deben aplicar en toda la Entidad, por lo que a pesar de 
que la Ley de Administración de Bienes Asegurados, 
Abandonados y Decomisados del Estado de Quintana Roo, 
únicamente se encuentra vigente en los distritos judiciales que 
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han iniciado la aplicación del Sistema de Justicia Penal 
Acusatorio, resulta necesario que la determinación de las 
penas, como lo es la del decomiso, deban ser iguales en toda la 
Entidad, en ese sentido se propone realizar una homologación 
sustantiva a los numerales del código penal referidos. 
 
Por otro lado, respecto de la conmutación de penas, por política 
criminal se considera prudente considerar en las fracciones I y II 
del artículo 62, que cuando la pena de prisión no exceda de 
cuatro años, pueda ser conmutable únicamente por una multa; 
y cuando no exceda de cinco años, por tratamiento en libertad o 
semilibertad. Con ello, se podrá garantizar que aquellas 
personas que obtengan penas privativas de libertad reducidas, 
puedan gozar de su libertad mediante la figura de la 
conmutación y con ello, no saturar los Centros de Reinserción 
Social de la Entidad. 
 
En cuanto hace a la cuestión procesal, estimamos que se debe 
adicionar un párrafo segundo al artículo 67 del código adjetivo 
penal en razón de que, siendo en nuestra entidad la actividad 
preponderantemente turística, en el que se han visto 
involucrados personas de distintas nacionalidades, se deban 
establecer medidas que permitan garantizar los fines del 
proceso y los derechos de la víctima en cuanto hace a la 
reparación del daño. Por lo que, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 48 fracción segunda de la Ley de 
Migración, se faculta al juez de la causa, para que una vez 
dictado auto de formal prisión o de sujeción a proceso, informe 
a dicha autoridad migratoria para los efectos establecidos en la 
propia ley Migratoria, esto es, no pueda abandonar el país por 
encontrarse sujeto a proceso penal. Con esta modificación legal 
podrá existir un correcto seguimiento en los procesos penales 
que recaigan sobre las personas extranjeras. 
 
Por último, tomando en consideración los criterios emitidos por 
los órganos jurisdiccionales federales, en materia de derechos 
humanos, se propone la derogación del numeral 166 del Código 
de Procedimientos Penales vigente en el Estado, en relación al 
principio de igualdad procesal en materia penal, consistente en 
que los medios probatorios ofrecidos por las partes procesales, 
ya sea acusador o procesado, deben valorarse con el mismo 
estándar o idénticas exigencias de juicio para generar 
convicción en el juzgador, concediéndose igualdad de 
condiciones para ambos, de manera que ninguno quede en 
estado de indefensión. En ese tenor, toda vez que la legislación 
procesal penal del Estado de Quintana Roo, en específico el 
artículo 165 obliga a los peritos a ratificar su dictamen pericial y 
el artículo 166, establece una excepción tratándose de perito 
oficial, en el que no resulta necesario dicha ratificación, dichos 
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numerales generan un estado de desigualdad entre las partes, 
no existiendo razonabilidad lógico-jurídica para considerarse 
innecesaria dicha ratificación por parte del perito oficial; por lo 
que dicha excepción origina un desequilibrio procesal, ya que 
las partes no se encuentran en igualdad de condiciones 
procesales, por lo que, consideramos necesaria la derogación 
del artículo 166 del código adjetivo penal. 
 
Derivado de todo lo antes mencionado, los suscritos diputados 
nos permitimos someter a la consideración de este Honorable 
Pleno la siguiente: 
 
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 
LOS ARTÍCULOS 45 Y 46 Y LAS FRACCIONES I Y II DEL 
ARTÍCULO 62 DEL CÓDIGO PENAL; Y SE ADICIONA UN 
PÁRRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 67 Y SE DEROGA EL 
ARTÍCULO 166 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES, AMBOS ORDENAMIENTOS PARA EL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA ROO. 
 
PRIMERO: Se reforman los artículos 45 y 46 y las fracciones I y 
II del artículo 62 del Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Quintana Roo, para quedar como sigue: 
 
Artículo 45. El destino de los instrumentos o cosas 
decomisadas se determinará por la autoridad competente, 
primeramente al pago de la reparación del daño a la víctima 
y la multa en los casos que proceda, los costos de 
administración y gastos de mantenimiento y conservación 
de los bienes, y el excedente será distribuido en partes 
iguales al Poder Judicial del Estado, a la Procuraduría 
General de Justicia del Estado y al Fondo previsto en la Ley 
de Víctimas del Estado de Quintana Roo. Si se tratare de 
sustancias nocivas o peligrosas, dicha autoridad podrá 
disponer, aún antes de declararse su decomiso por sentencia 
ejecutoria, las medidas de precaución que correspondan, 
incluida su destrucción, si fuere indispensable. 
 
Artículo 46. Los objetos o valores que se encuentren a 
disposición de la autoridad judicial o ministerial que no hayan 
sido decomisados y que no sean recogidos por quien tenga 
derecho a ello, en un lapso de diez días hábiles siguientes, 
contados a partir de la notificación del acuerdo de 
devolución al interesado o a su representante legal, 
causarán abandono en términos de la Ley para la 
Administración de Bienes Asegurados, Abandonados y 
Decomisados del Estado de Quintana Roo. 
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En el caso de bienes que se encuentren a disposición de la 
autoridad judicial o ministerial, que no se deban destruir y que 
no se puedan conservar o sean de costoso mantenimiento, se 
procederá a su venta inmediata en subasta pública y el 
producto y sus rendimientos se dejará a disposición de quien 
tenga derecho a reclamarlos, en los términos estipulados en 
el párrafo anterior. 
 
Artículo 62. … 
 
I. Cuando no exceda de cuatro años, por multa; 
 
II. Cuando no exceda de cinco años, por tratamiento en 
libertad o semilibertad, según se requiera, en los términos 
de los artículos 23 y 24. 
 
… 
 
... 
 
… 
 
 
SEGUNDO: Se adiciona un párrafo segundo al artículo 67 y se 
deroga el artículo 166 del Código de Procedimientos Penales 
para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, para quedar 
como sigue: 
 
Artículo 67. … 
 
Si se tratara de un extranjero, el auto de formal prisión o de 
sujeción a proceso se hará del conocimiento del Instituto 
Nacional de Migración para los efectos de lo dispuesto  en 
el artículo 48 de la Ley de Migración. 
 
Artículo 166. Derogado. 

 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se 
opongan a las contenidas en el presente Decreto. 
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Chetumal, Quintana Roo, a  de 2 de julio de 2015. 
 

LA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN 
DE JUSTICIA  

 
DIPUTADA BERENICE PENÉLOPE 

POLANCO CORDOVA. 

EL PRESIDENTE DE LA COMISION DE 
HACIENDA, PRESUESTO Y CUENTA 

 
DIPUTADO JUAN LUIS CARRILLO 

SOBERANIS 
 
SECRETARIA:  Es cuanto, Diputado Presidente. 
 
PRESIDENTE:  Diputada Secretaria, sírvase turnar la iniciativa presentada a la 

Comisión de Justicia para su estudio, análisis y posterior 
dictamen, y sírvase continuar con el siguiente punto del orden 
del día. 

 
SECRETARIA:  Informo que el siguiente punto del orden del día es la clausura 

de la sesión de la Diputación Permanente. 
 
PRESIDENTE:  En tal sentido, se clausura la Sesión No. 7 de la Diputación 

Permanente, siendo las 12:45 horas del día 6 de julio de 2015 y 
se cita para la próxima sesión de la Diputación Permanente el 
día lunes 13 de julio de  2015, a las 12:00  horas.  
 
Muchas gracias por su amable asistencia.  
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